
1

Sentencia
Acapulco, Guerrero, veintitrés de julio de dos mil 

veintiséis. 

Vistos, para resolver en cumplimiento a la ejecutoria de 

amparo, dictada por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, 

en el juicio de amparo directo civil ********, promovido por la 

parte actora, en contra de la sentencia dictada en los autos 

del presente juicio oral mercantil 7380/2024, promovido por 

******* ***** ****** ******** contra  *** ******** 

******** ******* ** ******* ********; y

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. 
Mediante escrito presentado el veintiséis de noviembre de 

dos mil veinticuatro, en el buzón judicial de la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de Guerrero, con residencia en Acapulco de Juárez y 

recibido el veintisiete de noviembre siguiente, en la oficialía 

de partes de este juzgado,  ******* ***** ****** ********* 

demandó en la vía oral mercantil, de *** ******** ******** 

******* ** ******* ********, las siguientes prestaciones:

a) El cumplimiento de la póliza de seguro de auto  
************ con fecha de vigencia del 03 de diciembre de 2021 
al 03 de enero de 2023.

b) El pago de la cobertura amparada de la póliza de seguro 
de auto señalada como robo total por valor comercial.

c) El pago del interés moratorio al tipo legal acorde a lo 
establecido en el artículo 276 de la Ley de Instituciones de 
Seguros y de Fianza.
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d) El pago de los gastos y costas.

SEGUNDO. ADMISIÓN Y EMPLAZAMIENTO. Por 

acuerdo de veintiocho de noviembre de dos mil 
veinticuatro, se registró la demanda con el número 

7380/2024, misma que se admitió en la vía oral mercantil y se 

ordenó el emplazamiento de la  demandada  *** ******** 

******** ******* ** ******* ********, efectuándose vía 

exhorto el emplazamiento el once de marzo de dos mil 

veinticinco. 

TERCERO. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA Y 
VISTA CORRESPONDIENTE. Dentro del término otorgado, 

por escrito recibido en acuerdo de primero de abril de dos 
mil veinticinco, la demandada  *** ******** ******** 

******* ** ******* ********, dio contestación a la demanda, 

en la que hizo valer las excepciones y defensas que 

consideró pertinentes y ofreció las pruebas de su intención, 

con la que se dio vista a la parte actora, misma que se tuvo 

por desahogada en proveído de once de abril siguiente, y 

se fijó fecha para el verificativo de la audiencia preliminar.

CUARTO. AUDIENCIA PRELIMINAR. El veintiuno de 
enero de dos mil veinticinco, se llevó a cabo la audiencia 

preliminar, en la cual al desahogar a la etapa de depuración 

del procedimiento se tuvo por reconocida la legitimación de 

las partes; posteriormente en la etapa de conciliación, las 

partes no llegaron a ningún acuerdo. Enseguida, se aperturó 

la etapa de fijación de acuerdos sobre hechos no 

controvertidos y acuerdos probatorios, en la cual las partes 

no llegaron a ningún acuerdo. Posteriormente, en la etapa 

relativa a la admisibilidad de pruebas, se admitieron las 

documentales, instrumental y presuncional, que no requieren 

preparación, las cuales se tuvieron por desahogadas por su 

propia y especial naturaleza. 

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



3

Asimismo, se acordó favorable el desahogo de la 

confesional ofrecida por las partes con cargo a su contraria, 

con los apercibimientos de ley. Seguidamente, se ordenó la 

conclusión de dicha etapa y se abrió la de citación para el 

juicio, fijando para tal efecto, las trece horas del veintidós de 

mayo de dos mil veinticinco.

QUINTO. AUDIENCIA DE JUICIO. El veintidós de 
mayo de dos mil veinticinco, se inició la audiencia de 

juicio, con la asistencia de las partes. 

Enseguida, se desahogaron las confesionales 

ofrecidas por ambas partes, con cargo a su contraria.

Asimismo, al no existir pruebas pendientes por 

desahogar, se dio por concluida esa etapa y se inició la etapa 

de alegatos, en la que se tuvieron por formulados los 

realizados por las partes; se declaró visto el asunto para oír 

sentencia, suspendiéndose la audiencia únicamente para el 

dictado de la sentencia, lo que aconteció en audiencia de 
veintinueve de mayo de dos mil veinticinco, en la que se 

emitió dicha resolución definitiva en la que, se tuvo que la 

parte actora no acreditó los elementos constitutivos de su 

acción principal, mientras que la demandada, acreditó su 

excepción de prescripción, por lo que se absolvió a la 

aseguradora demandada en los términos ahí señalados.

SEXTO. AMPARO DIRECTO. Inconforme con la 

sentencia mencionada en el párrafo que antecede, la parte 

actora, promovió juicio de amparo directo, del cual tocó 

conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 

Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, con residencia en 

Chilpancingo, Guerrero, el que registró la demanda con el 
números  ********, de la que se advierte que el Tribunal 

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Colegiado en cita, en sesión de diecinueve de junio de dos 
mil veintiséis, concedió la protección constitucional 

solicitada, para los efectos siguientes:

“1. Deje insubsistente la sentencia reclamada. 

2. Hecho lo anterior, con base en lo aquí resuelto 
desestime la excepción de prescripción, opuesta por la 
demandada y, con plenitud de jurisdicción, resuelva lo que 
en derecho proceda.”.

SÉPTIMO. TRÁMITE DEL CUMPLIMIENTO DEL 
AMPARO DIRECTO CIVIL ********. En cumplimiento a lo 

anterior, por acuerdo de seis de julio de dos mil veintiséis, 

se dejó sin efectos la sentencia dictada en la audiencia de 

veintinueve de mayo de dos mil veinticinco, así como la 

referida audiencia, únicamente en la parte relativa al dictado 

de sentencia. 

Por lo que, a efecto de dar cumplimiento a lo resuelto 

por el tribunal colegiado de referencia, se solicitó al tribunal 

de alzada una prórroga de quince días, dada la carga de 

trabajo que impera en este órgano jurisdiccional.

 En acuerdo de trece de julio de dos mil veintiséis, se 

recibió el oficio proveniente del Primer Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Primer Circuito, en el Estado de Guerrero, con 

residencia en Chilpancingo, informando el otorgamiento de la 

prórroga solicitada por diez días hábiles, por lo que se 

señalaron las TRECE HORAS DEL VEINTITRÉS DE JULIO 
DE DOS MIL VEINTISÉIS, para que tenga verificativo la 

continuación de la audiencia de juicio y dictado de la 

sentencia correspondiente. 

OCTAVO. El veintitrés de julio de dos mil veintiséis, 

tuvo verificativo la continuación de la audiencia de juicio, en la 

que se dictó la sentencia al tenor de lo siguiente:

C O N S I D E R A N D O S
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5

PRIMERO. COMPETENCIA. Este Juzgado de Distrito 

en Materia Mercantil Federal, en el Estado de Guerrero, con 

residencia en Acapulco de Juárez, es legalmente competente 

para conocer y resolver el presente juicio, con fundamento en 

lo dispuesto en el artículo 104, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, fracción I, de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; los 

Acuerdos Generales 3/2013 y 35/2018, ambos del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo, el primero de ellos, 

a la determinación del número y límites territoriales de los 

Circuitos en que se divide la República Mexicana y el 

segundo a la creación de este órgano jurisdiccional en 

materia mercantil; 75, fracción XVI, 1049, 1054, 1090, 1091, 

1092, 1094, fracción I y III, 1339, 1390 bis y demás relativos 

del Código de Comercio aplicable al presente asunto, y 277 

último párrafo de la de la Ley de Instituciones de Seguros y 

Fianzas, puesto que la presente es una controversia del 

orden privado en la que sólo se afectan intereses 

particulares, planteada sobre el cumplimiento y aplicación de 

leyes mercantiles y de acuerdo con los procedimientos ahí 

establecidos.

Además, la parte actora eligió ejercer el conocimiento 

de su acción a esta jurisdicción federal; por lo que existió 

sumisión tácita en términos de los artículos 1091 y 1094, 

fracciones I y II del Código de Comercio, por el hecho de 

ocurrir ante este tribunal para entablar su demanda y ejercer 

su acción, sobre lo cual la demandada compareció por 

conducto de su representante legal a contestar la demanda, 

opuso excepciones y defensas y, ofreció pruebas, sin que 

opusiera excepción de incompetencia, por lo cual precluyó su 

derecho para hacerlo, sometiéndose así tácitamente a la 
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competencia de este juzgador.

SEGUNDO. PROCEDENCIA DE LA VÍA. La vía oral 

mercantil resulta la idónea para tramitar el presente juicio, ya 

que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, 

fracción XVI y 1049, ambos del Código de Comercio, la 

controversia que aquí se ventila deriva de actos comerciales, 

toda vez que la parte actora sustenta su acción en un 

contrato de seguro.

En tanto que por disposición de los numerales 1055 y 

1390 Bis de la citada legislación, los juicios mercantiles son, 

entre otros, orales, en los que se tramitarán todas las 

contiendas sin limitación de cuantía.

TERCERO. LEGITIMACIÓN. Previo al estudio de 

fondo, se analizará la legitimación de las partes en la causa, 

por ser un presupuesto procesal de estudio oficioso, que 

atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, que por tanto, 

lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se 

pronuncie la sentencia definitiva.

Tiene aplicación la tesis VI.3o.C. J/67, sustentada por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XXVIII, julio de 2008, página 1600, Novena 

Época, registro 169271, de contenido:

“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE ESTUDIARSE EN 
LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación en 
el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un 
presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para 
comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente 
esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la 
representación de quien comparece a nombre de otro. En este 
sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto 
procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues 
si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica 
ser el representante legal del demandante, sería ociosa la 
continuación de un proceso seguido por quien no puede 
apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, 
no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener 
sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del 
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7

actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el 
actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que 
realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam 
atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo 
puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia 
definitiva.”

Como se estableció al inicio de este considerando, la 

legitimación en la causa es un requisito necesario para la 

procedencia de la acción, y puede ser activa o pasiva. 

La primera, requiere que quien ejerce la acción sea el 

titular del derecho reclamado, esto es, que sea la persona 

que pueda exigir de la autoridad competente, se declare un 

derecho a su favor y se haga cumplir coactivamente.

En cambio, la legitimación pasiva en la causa requiere 

que el demandado sea aquél que deba cumplir la obligación 

exigida en juicio. De manera que si no se cumple esa 

condición en cualquiera de las partes, no puede pronunciarse 

sentencia que decida el fondo de la cuestión planteada.

Tiene aplicación la jurisprudencia I.11o.C. J/12 del 

Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Página: 2066, Tomo XXVII, Abril de 

2008, Materia(s): Civil, Novena Época, Registro: 169857, de 

rubro y texto siguientes:

"LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA. ES UNA CONDICIÓN 
NECESARIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y SÓLO 
PUEDE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR AL 
MOMENTO DE DICTAR SENTENCIA. La legitimación activa en la 
causa no es un presupuesto procesal sino una condición para 
obtener sentencia favorable, esto es, se trata de una condición 
necesaria para la procedencia de la acción, y consiste en la 
identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley, por lo 
que el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un 
derecho que realmente le corresponde, de tal manera que la 
legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por 
ende, es evidente que sólo puede analizarse de oficio por el 
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juzgador en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva 
y no antes."

Bajo ese contexto y tomando en consideración, 

además, los argumentos planteados por la aseguradora 

demandada, se procede al estudio de la legitimación de las 

partes.

A) PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA LEGITIMACIÓN 

ACTIVA EN LA CAUSA.

Al respecto, cabe señalar que la parte actora se 

encuentra legitimada en términos de lo establecido por el 

artículo 1056 del Código de Comercio, para promover el 

presente juicio oral mercantil, pues comparece como 

contratante de la póliza de seguro número ************* de 

cuatro de diciembre de dos mil veintiuno, que celebró con 

*** ******** ******** ******* ** ******* ********, 

reclamando el cumplimiento del contrato de seguro de 

automóviles y, como consecuencia, el pago de la 

indemnización a su favor por el robo total del vehículo marca 

******, línea ***** *******, modelo ****, número de serie 

*****************, motor  ***********, amparado por 

la póliza de seguro mencionada; documento que constituye la 

base de la acción.

B) PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA LEGITIMACIÓN 

PASIVA EN LA CAUSA.

La legitimación pasiva en la causa se surte, pues la 

demandada  *** ******** ******** ******* ** ******* 

********, dio contestación a la demanda presentada en su 

contra, aunado a que se encuentra ligada a la controversia, al 

haber aceptado la existencia de la relación contractual que la 

une con la parte actora, ya que es quien expidió la póliza de 

seguro de automóviles respecto de la cual se reclama el 

cumplimiento, de ahí que esté legitimada pasivamente en 
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9

juicio. 

CUARTO. FIJACIÓN DE LA LITIS. Del análisis 

efectuado a la demanda, se advierte que la materia de la Litis 

en el presente asunto se constriñe a determinar si resulta 

procedente condenar a *** ******** ******** ******* ** 

******* ******** al cumplimiento del contrato de seguro de 

automóviles, al amparo de la póliza número  ************* 

respecto del vehículo marca  ******, línea  ***** *******, 

modelo ****, número de serie *****************, motor 

***********; y como consecuencia, al pago de la suma 

asegurada por concepto de robo total, el pago de 

indemnización por mora e intereses moratorios en términos 

del artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 

Fianzas, así como el pago de gastos y costas que se originen 

con motivo del juicio.

O, en su defecto, si en la especie lo que procede es 

absolver a la enjuiciada de cumplir con las referidas 

prestaciones por no encontrarse acreditados los elementos 

constitutivos de la acción o prosperar las excepciones y 

defensas opuestas.

QUINTO. Estudio de la excepción de prescripción, 
en cumplimiento a la ejecutoria dictada en el amparo 
directo civil 413/2025 del índice del Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito.

En cumplimiento a lo ordenado por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo civil 413/2025, 

promovido por  ******* ***** ****** ******** , en el que se 
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concedió la protección constitucional para el efecto de que 

este juzgado dejara insubsistente la sentencia de veintinueve 

de mayo de dos mil veinticinco y, con base en lo ahí resuelto, 

desestimara la excepción de prescripción opuesta por la 

demandada  *** ******** ******** ******* ** ******* 

********, se procede al nuevo estudio de dicha excepción.

Por cuestión de método, se analiza en primer término la 

excepción de prescripción opuesta por la parte demandada, 

la cual hizo consistir, esencialmente, en que del cinco de julio 

de dos mil veintidós (fecha en que se actualizó el siniestro de 

robo total del vehículo asegurado) al veintiséis de noviembre 

de dos mil veinticuatro (fecha de presentación de la 

demanda), transcurrió en exceso el plazo de dos años 

previsto en el artículo 81, fracción II, de la Ley Sobre el 

Contrato de Seguro.

Es INFUNDADA la excepción de mérito, por las 

razones que a continuación se exponen.

En primer término resulta oportuno destacar que la 

figura de la prescripción esta regulada por el título séptimo 

del Código Civil Federal, el cual la define como el medio para 

adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el 

transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones 

establecidas en la ley.

En dicho ordenamiento, se prevén dos tipos de 

prescripción:

a) Positiva que es la adquisición de bienes en virtud de 

la posesión; y

b) Negativa que es la liberación de obligaciones por no 

exigirse su cumplimiento.

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



11

Así, la prescripción es una institución de orden público, 

porque es un mecanismo a través del cual, el Estado impide 

que los gobernados afecten intereses fundamentales de la 

sociedad y no puede dejarse al arbitrio de los particulares.

Ahora, si bien por una parte la legislación ha querido 

sancionar el abandono o desinterés en el ejercicio de un 

derecho, también ha procurado describir, en lo posible, los 

casos en que no cabe suponer desinterés, indiferencia o 

abandono de un derecho por parte de su titular.

Este último cobra sentido, si se considera que la 

voluntad legislativa no es premiar o incentivar el 

incumplimiento de las obligaciones o el apoderamiento de 

bienes ajenos, sino cuando sea claro que el titular de esos 

derechos, ningún interés guarde en conservarlos. De modo 

que, cuando existan actos o circunstancias que hagan 

suponer que, el poseedor de esos derechos conserva interés 

en mantenerlos, deben estimarse interrumpidos los términos 

para que opere la prescripción, siempre y cuando esos actos 

o circunstancias se lleven a cabo en forma previa a que 

hubiera transcurrido el plazo de prescripción establecido por 

la ley, pues en caso contrario y a pesar de la intención del 

titular del derecho reclamado de hacerlo valer, una vez 

configurada la prescripción por el paso del tiempo, no es 

dable dejarla sin efectos.

Al respecto, el artículo 81 de la Ley Sobre el Contrato 

de Seguro, establece:

“Artículo 81.- Todas las acciones que se deriven de un 
contrato de seguro prescribirán:

I.- En cinco años, tratándose de la cobertura de fallecimiento 
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en los seguros de vida.

II.- En dos años, en los demás casos. En todos los casos, los 
plazos serán contados desde la fecha del acontecimiento que 
les dio origen”

De la transcripción que antecede se advierten los 

plazos para que opere la prescripción de las acciones que 

deriven de un contrato de seguro, tratándose de la cobertura 

en caso de fallecimiento en los seguros de vida las acciones 

prescribirán en cinco años y, para otro tipo de seguros será 

en dos.

Asimismo, que dicho término empieza a contar desde la 

fecha del acontecimiento que le de origen, empero ello no 

solo por cuanto hace a la existencia del siniestro o cuando se 

de aviso a la aseguradora, sino también a la fecha en la cual 

nace la obligación a cargo de la aseguradora para efectuar el 

pago, de conformidad con el artículo 821 del mismo 

ordenamiento.

Aunado a lo anterior, la entonces Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostuvo en la 

ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia 1a./J. 52/2015 

(10a.) que el artículo 81 establece una excepción perentoria 

que supone exclusivamente el transcurso del tiempo, por lo 

que, la prescripción se traduce en la exoneración de un 

derecho y una obligación de fondo, que era exigible y supone 

no haberse ejercido durante cierto tiempo.

Es ilustrativa la Jurisprudencia2 de rubro y texto:

1 “Artículo 82.- El plazo de que trata el artículo anterior no correrá en 
caso de omisión, falsas o inexactas declaraciones sobre el riesgo corrido, sino 
desde el día en que la empresa haya tenido conocimiento de él; y si se trata 
de la realización del siniestro, desde el día en que haya llegado a 
conocimiento de los interesados, quienes deberán demostrar que hasta 
entonces ignoraban dicha realización.”
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“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES DERIVADAS DEL 
CONTRATO DE SEGURO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 81 
DE LA LEY RELATIVA. SI EL ÚLTIMO DÍA PARA QUE 
OPERE ES INHÁBIL, LA DEMANDA PODRÁ 
PRESENTARSE EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE. El precepto 
citado prevé que todas las acciones derivadas de un contrato 
de seguro prescribirán en dos años, excepto en tratándose de 
la cobertura de fallecimiento en los seguros de vida, cuyo 
plazo de prescripción es de cinco años. Ahora bien, en los 
supuestos en que el último día para que opere dicha 
prescripción sea inhábil, de conformidad con el artículo 1076 
del Código de Comercio (supletorio a la Ley sobre el Contrato 
de Seguro), y en observancia al derecho humano de tutela 
judicial efectiva, se tendrá que habilitar al gobernado para 
presentar su demanda al día hábil siguiente y, por 
consiguiente, con su presentación se tendrá por interrumpida 
la prescripción de la acción contenida en el artículo 81 de la 
Ley sobre el Contrato de Seguro, como lo establece el 
numeral 1041 del código referido.”

Ahora bien, existen diversas hipótesis contempladas en 

la ley en cuanto a la interrupción de la prescripción:

1. La presentación directa de la reclamación ante la 

institución aseguradora vía su unidad especializada;

2. La demanda u otro cualquier género de interpelación 

judicial hecha al deudor;

3. El reconocimiento de las obligaciones;

4. La renovación del documento en que se funde el 

derecho del acreedor;

5. El nombramiento de peritos con motivo de la 

realización del siniestro;

2 Registro digital: 2010411, Décima Época, Tesis: 1a./J. 52/2015 (10a.), 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, Noviembre de 2015, 
Tomo I, página 776.
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6. El requerimiento de pago, tratándose de la acción 

que corresponde a la aseguradora por el pago de la prima; y,

7. La reclamación presentada ante la Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros.

No obstante a lo anterior, también existen situaciones 

atípicas que escapan a esas hipótesis ordinarias para 

considerar interrumpida la prescripción y en esos casos, debe 

resolverse con disposiciones analógicas que puedan suplir 

ese vacío en las normas especiales, considerando que es la 

certeza jurídica de que el beneficiario pretende mantener su 

derecho mediante la realización del requerimiento fehaciente 

a la compañía aseguradora del reclamo del pago.

Resulta ilustrativo, por identidad de razón, el criterio 

sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, visible en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, registro 

digital: 2016478, libro 52, Marzo de 2018, tomo IV, página 

3545, registro digital 2016478, de rubro y texto:

"SEGUROS. LA INTERPELACIÓN DE PAGO HECHA A LA 
COMPAÑÍA ASEGURADORA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 2080 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, ES UN 
REQUERIMIENTO ANÁLOGO A LOS MEDIOS 
ORDINARIOS DE RECLAMACIÓN DE PAGO DEL 
SEGURO, APTO PARA INTERRUMPIR LA 
PRESCRIPCIÓN. El artículo 81 de la Ley sobre el Contrato de 
Seguro establece los plazos de prescripción de las acciones 
derivadas de la actualización de un siniestro. Por su parte, los 
artículos 84 de ese ordenamiento, 1041 del Código de 
Comercio, 50 Bis y 66 de la Ley de Protección y Defensa al 
Usuario de Servicios Financieros establecen las distintas 
formas que, en situaciones ordinarias, interrumpen el plazo de 
la prescripción de la acción para reclamar el pago de un 
seguro, siendo: 1. La presentación directa de la reclamación 
ante la institución aseguradora vía su unidad especializada; 2. 
La demanda u otro cualquier género de interpelación judicial 
hecha al deudor; 3. El reconocimiento de las obligaciones; 4. 
La renovación del documento en que se funde el derecho del 
acreedor; 5. El nombramiento de peritos con motivo de la 
realización del siniestro; 6. El requerimiento de pago, 
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tratándose de la acción que corresponde a la aseguradora por 
el pago de la prima; y 7. La reclamación presentada ante la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros; sin embargo, en la realidad 
acontecen situaciones atípicas que escapan a esas hipótesis 
ordinarias para considerar interrumpida la prescripción. En 
este sentido, debe resolverse el caso por medio de 
disposiciones que regulen en forma analógica esa situación y 
que puedan suplir el vacío que existe en las normas 
especiales. Debe señalarse que el común denominador en las 
causas de interrupción de la prescripción del plazo para el 
ejercicio de la acción de pago de un seguro, por virtud de la 
actualización de un siniestro amparado en el contrato 
respectivo, es la certeza jurídica de que el beneficiario 
pretende mantener su derecho mediante la realización del 
requerimiento fehaciente a la compañía aseguradora del 
reclamo del pago en alguna de las formas establecidas en la 
ley. Sobre esa base, un caso análogo a los supuestos para 
interrumpir la prescripción previsto en aquellos numerales, 
deriva del artículo 2080 del Código Civil Federal, supletorio 
del mercantil, atinente a la recepción fehaciente por parte del 
obligado de un documento en el que el acreedor le hizo saber 
-ante notario o ante dos testigos- que existe incumplimiento y 
debe hacer el pago correspondiente, y más si el deudor 
acepta expresamente su recepción. Ello es así, pues por 
dicho documento se advierte que el acreedor no ha 
abandonado su derecho, esto es, para no perderlo por la 
prescripción -una vez agotados los medios ordinarios de 
reclamo- requiere indubitablemente el pago respectivo a su 
deudor de esa forma, cuya aceptación, además, por la 
aseguradora, otorga certeza jurídica de que tuvo conocimiento 
fehaciente de que debe cumplir con su obligación, ante la 
actitud del acreedor de hacerle saber la existencia de tal 
obligación pendiente; consecuentemente, la interpelación de 
pago hecha a la compañía aseguradora en términos del 
artículo 2080 citado, es un requerimiento análogo a los 
medios ordinarios de reclamación de pago del seguro, apto 
para interrumpir la prescripción.”

Entonces, conforme a lo expuesto, la figura de la 

prescripción, solo operará cuando sea claro e indudable que 

el titular del derecho, no manifieste ningún interés para 

conservarlo. 

De ahí que en aquellos casos en los que existan actos 

o circunstancias que hagan válido sostener que el titular del 

derecho tiene ese deseo de mantenerlo, razón por la que 

esas actuaciones llevadas a cabo serán aptas para 
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interrumpir los términos para que opere la prescripción.

Por su parte, los artículos 50 Bis, segundo párrafo y 66, 

de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros, establecen:

“Artículo 50 Bis.- Cada Institución Financiera deberá contar con 
una Unidad Especializada que tendrá por objeto atender consultas y 
reclamaciones de los Usuarios. Dicha Unidad se sujetará a lo siguiente:

[…]

La presentación de reclamaciones ante la Unidad Especializada 
suspenderá la prescripción de las acciones a que pudieren dar lugar.

[…]

Artículo 66.- La reclamación que reúna los requisitos señalados, 
por su sola presentación, interrumpirá la prescripción de las acciones 
legales correspondientes, hasta que concluya el procedimiento.”

Conforme a lo señalado en las citadas normas, 

tratándose de contratos de seguro, las reclamaciones que los 

asegurados formulen a las instituciones aseguradoras, a 

través de las cuales, les manifiesten su deseo de hacer 

efectivos los derechos que se derivan de dichos acuerdos de 

voluntades, tendrán el alcance de interrumpir el plazo para 

ejercer las acciones que emanen de los referidos contratos.

Así, es dable sostener que dichas actuaciones son 

aptas para interrumpir el plazo para que opere la prescripción 

de las acciones que deriven de un contrato de seguro, dado 

que constituye una gestión que pone de manifiesto en forma 

indudable la pretensión del titular de ese derecho de 

conservarlo.

En igual sentido, resulta orientador el criterio sustentado 

por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, registro digital: 167422, Novena Época, 
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materia(s): civil, tomo XXIX, abril de 2009, página 1938, de 

rubro y texto:

 “PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS, LA 
INTERRUMPEN LAS GESTIONES QUE REALICEN 
DIRECTAMENTE LOS ASEGURADOS ANTE LA UNIDAD 
ESPECIALIZADA DE LA COMPAÑÍA ASEGURADORA. 
Conforme a lo previsto en los artículos 2o. y 50 bis de la Ley 
de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 
las gestiones que realicen los asegurados ante la unidad 
especializada de la compañía demandada, constituyen una 
interrupción del plazo prescriptivo, ya que las reclamaciones a 
que se refiere el último numeral citado, son idóneas y 
suficientes para demostrar el interés del asegurado de hacer 
valer y mantener vigentes sus derechos frente a la 
aseguradora, además de que conforme a lo previsto en el 
artículo 66 de la ley de la materia, son causa de interrupción 
de la prescripción; sin que con ello se contraríe lo previsto en 
el artículo 81 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, que 
establece el plazo de dos años para que opere la 
prescripción.”

En el caso, se advierte que en la demanda de origen la 

actora en el hecho marcado con el número VII manifestó 

tener comunicación de seguimiento mediante correos 

electrónicos con la aseguradora demandada, a efecto de 

cumplimentar la documentación solicitada por ese medio, 

luego de haber hecho de su conocimiento el siniestro; así 

como de haber recibido el respectivo formato de devolución y 

el aviso de pérdida total del vehículo objeto del contrato de 

seguro.

Ahora, respecto de la insistencia en el cumplimiento de 

pago respecto del automóvil ****** ***** ******* ** *** 

*** *** ** ** ***** ******* **** y el seguimiento a 

dicho reclamo, en la materia de estudio, la parte actora 

ofreció como pruebas:

a) La documental consistente en la solicitud de pago e 

identificación del cliente, presentado ante la aseguradora.
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b) La documental de ocho de agosto de dos mil 
veintidós a través del cual informa que el vehículo objeto del 

seguro fue considerado como pérdida total.

c) La documental consistente en el formato de 

devolución de dieciséis de agosto de dos mil veintitrés.

d) Las documentales consistentes en la impresión de 

pantalla respecto de tres correos electrónicos de veintiocho 
de noviembre de dos mil veintitrés, trece de marzo de 
dos mil veinticuatro y nueve de septiembre de dos mil 
veinticuatro.

De las que refiere, se acredita que dio seguimiento al 

trámite correspondiente y que la aseguradora se negó a llevar 

a cabo el pago de la suma asegurada.

Por su parte, la aseguradora al hacer valer como 

excepción la de prescripción refirió que era evidente que el 

plazo a que refiere el artículo 81 de la Ley Sobre el Contrato 

de Seguro había transcurrido en exceso, al considerar que la 

fecha del siniestro fue el cinco de julio de dos mil veintidós y 

la de presentación de la demanda fue el veintiocho de 

noviembre de dos mil veinticuatro.

Además precisó que la falta de colaboración de la 

actora para remitir los documentos de manera completa y 

correcta que permitieran brindar el seguimiento a la 

formulación de los expedientes correspondientes para el 

pago de la indemnización dio lugar a la prescripción del 

siniestro.

No obstante, como se adelantó la parte actora, después 

del reporte inicial del siniestro, dio continuación a los 

requerimientos y avisos por parte de la aseguradora 
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demandada, circunstancia que no fue negada por la 

aseguradora al dar contestación a la demanda, sino por el 

contrario, aceptó las gestiones realizadas por la actora.

Así, la aseguradora demandada, no negó las 

manifestaciones de la actora sino por el contrario dio trámite 

a la solicitud de pago de su parte, por lo que resulta 

innegable que la actora manifestó en forma implícita, su 

deseo de conservar el derecho que le asistía de ser 

indemnizada por la institución de seguros, lo cual pone de 

manifiesto que no fue la intención de aquel, abandonar la 

prerrogativa de que se habla.

Ahora bien, de las constancias exhibidas no se advierte 

de forma alguna la negativa expedida por la aseguradora 

demandada de dar cumplimiento a la póliza de seguro 

reclamada motivo del siniestro y menos aún la fecha en que 

se hubiere dictado o expedido; siendo que, ésta es una 

excepción para que inicie el cómputo establecido en la 

normativa aplicable.

De ahí que si no se acredita la negativa –como 

elemento a tomar en consideración para el cómputo 

respectivo- a que se hace alusión la parte demandada, no se 

está en posibilidad de iniciar el término para prescribir esa 

acción.

Por el contrario, de las constancias correos electrónicos 

que exhibió la actora en el juicio de origen se advierte en lo 

que interesa, la reproducción de la pantalla, que:

1.- La agente de seguros ***** *******, le hizo llegar a 

la actora ticket de cita para revisión de documentos, en fecha 
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diez de agosto de dos mil veintitrés.

2.- En tres de noviembre de dos mil veintitrés la parte 

actora, dio respuesta por el mismo medio y precisó enviar la 

documentación solicitada para solicitar el endoso de 

cancelación de beneficiario.

3.- Así en respuesta, el veintiocho de noviembre de dos 

mil veintitrés, la misma agente solicitó que cargara los 

documentos faltantes en el “sistema”.

4.- Por lo que posteriormente, solicitó que se cargaran 

en el expediente digital, los documentos para revisión, 

consistentes en:

a) Realizar endoso de cancelación de Beneficiario en 

póliza.

b) Pagos de tenencias o refrendos originales o 

certificar.

c) Llenar correctamente el formato de solicitud de pago, 

actualizar formato por la versión actual.

Lo anterior, se advierte de las imágenes que se insertan 

a continuación:
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Entonces, las gestiones realizadas por la parte actora, 

resultaron aptas para interrumpir el plazo para que operara la 
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prescripción de la acción deducida por la asegurada al 

cumplir con los requerimientos de documentación efectuados 

por la aseguradora, pues ellos configuran indicios de que 

tenía la intención de reclamar el derecho que le pertenece de 

acuerdo al contrato celebrado con la aseguradora de mérito.

Lo que pone de manifiesto que, el plazo de dos años 

previsto en el artículo 81 de la Ley Sobre el Contrato de 

Seguro, para que operara la prescripción, comenzó a 

computarse a partir de la última fecha en la que envió la 

documentación solicitada por la aseguradora, como se 

advierte de las documentales exhibidas, esto es el tres de 
noviembre de dos mil veintitrés –fecha en que se advierte, 

fue la última en que envió los documentos solicitados- por lo 

que resulta innegable que a la fecha en que se presentó la 

demanda con la que dio inicio al presente juicio –veintiséis 
de noviembre de dos mil veinticuatro– no había 

transcurrido el lapso antes referido, de ahí que la acción 

deducida dentro del juicio de origen no se encontraba 

prescrita.

Aunado a lo anterior, la parte actora exhibió el formato 

de devolución, en donde se advierte de manera indiciaria, de 

la misma forma que los correos electrónicos que la actora 

gestionó el reconocimiento del derecho del que se ostenta 

como titular, respecto del siniestro  ********, como se 

aprecia de la imagen siguiente:
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En atención a lo expuesto, y en cumplimiento a lo 

ordenado en la ejecutoria de amparo directo civil 413/2025, 

se declara INFUNDADA la excepción de prescripción 

opuesta por la demandada *** ******** ******** ******* 

** ******* ********. 

Por lo tanto, como ya se dijo, al estimarse infundada la 

excepción antes planteada, se procederá a estudiar los 

elementos fundatorios de la acción.

SEXTO. Estudio de la acción. Una vez establecido lo 

anterior y la Litis, se procede al estudio de la acción 

planteada.

Para ello, debe tomarse en consideración lo dispuesto 

por los artículos 1194, 1195 y 1196, en relación con el diverso 

1390 Bis 8, ambos del Código de Comercio, que establece: 

“El que afirma está obligado a probar...”, por lo que, de 

conformidad con dichas disposiciones, la parte actora debe 

probar los hechos constitutivos de su acción y la demandada 

los de sus excepciones. 
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Así, los artículos 1194, 1195 y 1196 del Código de 

Comercio, disponen:

“Artículo 1194. El que afirma está obligado a 
probar. En consecuencia, el actor debe probar su acción, 
y el reo sus excepciones. 

Artículo 1195. El que niega no está obligado á 
probar, sino en el caso en que su negación envuelva 
afirmación expresa de un hecho.

Artículo 1196. También está obligado a probar el 
que niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción 
legal que tiene a su favor el colitigante.”

Apoya esa consideración la tesis sustentada por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, Tomo XII, Septiembre de 1993,  

Página: 291, que dice: 

“PRUEBA CARGA DE LA. La carga de la prueba incumbe a 
quien de una afirmación pretende hacer derivar 
consecuencias para él favorables, ya que justo es que quien 
quiere obtener una ventaja, soporte la carga probatoria. En 
consecuencia, el actor debe justificar el hecho jurídico del 
que deriva su derecho. Así, la actora debe acreditar la 
existencia de una relación obligatoria. En el supuesto de que 
se justifiquen los hechos generadores del derecho que se 
pretende, la demandada tiene la carga de la prueba de las 
circunstancias que han impedido el surgimiento o la 
subsistencia del derecho del actor, puesto que las causas de 
extinción de una obligación deben probarse por el que 
pretende sacar ventajas de ellas.”

Al respecto, como ya se ha dicho, por disposición del 

artículo 1 de la Ley sobre el Contrato de Seguros, la empresa 

aseguradora se obliga, mediante una prima, a resarcir un 

daño o a pagar una suma de dinero al verificarse la 

eventualidad prevista en dicho acuerdo de voluntades; por lo 

que la reparación del daño está basada en el principio 

indemnizatorio, como una herramienta con la que cuentan los 

ordenamientos jurídicos que no constituye un medio para 
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procurar una ganancia al asegurado, sino que únicamente se 

encamina a resarcir las afectaciones sufridas por aquél. 

De lo expuesto, se advierte que los elementos de la 

acción intentada, son los siguientes: 

1. La existencia del contrato de seguro. 

2. La actualización del riesgo amparado en la póliza 
de seguro y la correspondiente obligación del pago de la 
indemnización, por parte del ente asegurador.

3. El incumplimiento de dicha obligación de pago 
por parte de la aseguradora demandada. 

Sirve de apoyo a lo anterior, en lo que interesa, la tesis 

1a. CCXXIX/2013 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XXIII, agosto de 2013, Tomo 1, página 737, con 

número de registro 2004179, de contenido siguiente: 

“CONTRATO DE SEGURO. LA EXISTENCIA DEL RIESGO 
CONSTITUYE UN ELEMENTO ESENCIAL PARA SU 
VALIDEZ. Por virtud del contrato de seguro, la empresa 
aseguradora se obliga a resarcir un daño o a pagar una suma 
de dinero al verificarse la eventualidad prevista en el contrato. 
Es un contrato bilateral, oneroso y aleatorio, en el que el 
riesgo constituye un elemento esencial para su validez, ya 
que en caso de no existir, el contrato de seguro es nulo o se 
resuelve de pleno derecho, conforme a los artículos 45 y 46 
de la Ley sobre el Contrato de Seguro. El riesgo se define 
como un suceso dañoso, futuro e incierto, que es universal o 
general. En cambio, el siniestro constituye la realización del 
daño temido, que es de carácter particular. Esto es, al 
verificarse el riesgo previsto en el contrato se produce lo que 
se conoce como siniestro. En el caso de los seguros de vida, 
si bien es cierto que la muerte es un hecho futuro, pero no 
incierto -pues se sabe que inevitablemente acontecerá-, sí 
existe incertidumbre respecto de la fecha y forma en que 
tendrá lugar, por lo cual, es posible considerarla técnicamente 
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como riesgo en materia de seguros. Sin embargo, si quien 
pretendía asegurar su vida fallece antes de que la 
aseguradora comunique su aceptación del contrato, el 
contrato de seguro no puede perfeccionarse porque le hace 
falta un elemento esencial para su validez: el riesgo de que el 
asegurado muera”.

Establecido lo anterior, debe precisarse que de 

conformidad con el artículo 1194 del Código de Comercio, el 

que afirma está obligado a probar. De ahí que, por regla 

general, la parte actora debe probar su acción y la 

aseguradora demandada sus excepciones y defensas. 

Al respecto, resulta ilustrativa la tesis número 

I.11o.C.35 C (10a.), del Décimo Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

XXIV, septiembre de 2013, tomo 3, página 2667, con número 

de registro 2004590, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“SEGUROS. EL BENEFICIARIO, POR REGLA 
GENERAL, DEBE ACREDITAR LA EXISTENCIA DEL 
CONTRATO, QUE OCURRIÓ EL SINIESTRO 
AMPARADO POR LA PÓLIZA Y QUE DIO AVISO 
OPORTUNO A LA ASEGURADORA; DE MANERA QUE 
SI ÉSTA ADUCE QUE LAS CAUSAS POR LAS QUE NO 
INDEMNIZÓ ESTÁN JUSTIFICADAS EN LAS 
CONDICIONES GENERALES DEL CONTRATO, LE 
CORRESPONDE EXHIBIRLAS. Al resolver la 
contradicción de tesis 233/2011, la Primera Sala del Alto 
Tribunal, emitió la jurisprudencia 1a./J. 7/2011 (10a.) de 
rubro: "SEGUROS. SI AL CONTESTAR LA 
RECLAMACIÓN DE PAGO O DURANTE UN 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO, LA 
ASEGURADORA NO EXPONE TODAS LAS RAZONES 
POR LAS QUE NIEGA LA PRETENSIÓN DEL 
ASEGURADO, NO SE VE LIMITADO SU DERECHO DE 
DEFENSA EN EL JUICIO, NI EXIME DE LA CARGA DE 
LA PRUEBA A ESTE ÚLTIMO; PERO SÍ LE IMPONE LA 
CARGA DE DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN A FAVOR 
DEL ASEGURADO SOBRE CUESTIONES QUE NO SE 
ENCUENTREN CLARAMENTE ESTABLECIDAS EN LA 
PÓLIZA."; en cuya ejecutoria reiteró el criterio en que 
consideró que el artículo 36, fracción IV, de la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de 
Seguros contiene el principio de información que rige las 
actividades y operaciones de dichas instituciones, en 
protección de los intereses del público usuario de sus 
servicios, que les impone la obligación de informar en 
forma clara y precisa todo lo relativo a sus productos y los 
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contratos de seguro que celebren, incluyendo los 
derechos y obligaciones de las partes. Que de 
conformidad con dicho precepto, cuando la aseguradora 
recibe una reclamación, debe informar con precisión si 
procede o no el pago de la suma asegurada, y las 
razones por las cuales no proceda, en su caso, haciendo 
referencia específica a las condiciones, exclusiones, 
limitaciones, pagos de deducibles y cualquier otra 
modalidad que sea aplicable en los términos de la póliza y 
las condiciones generales del seguro; y que, si se reclama 
el pago del seguro por haber ocurrido el siniestro, la carga 
de la prueba del asegurado, contratante, o beneficiario de 
la póliza se reduce a acreditar: a) la existencia del 
contrato de seguro; b) la materialización del riesgo 
amparado por la póliza; y, c) que dio aviso oportuno a la 
aseguradora; en este sentido, si la aseguradora aduce 
que las causas por las que no pagó por el siniestro están 
justificadas en las condiciones generales del contrato de 
seguro, de conformidad con el artículo 1194 del Código de 
Comercio y los artículos 20, 23 y 24 de la Ley sobre el 
Contrato de Seguro, corresponde a la aseguradora exhibir 
dichas condiciones generales, pues la negativa del pago 
por actualizarse algún supuesto previsto en las 
condiciones generales del contrato de seguro, como las 
omisiones o falsas declaraciones del asegurado en la 
contratación, ello constituye el sustento de su excepción 
y, por tanto, es su carga exhibir dichas condiciones 
generales”.

Asimismo, para efectos de las cargas procesales 

derivadas de contratos de seguros, conviene puntualizar que 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

se pronunció al respecto en el amparo directo 13/2010, en 

cuya sentencia se señaló que, en los términos de las 

fracciones I y IV del artículo 36, de la Ley General de 

Instituciones y Sociedades Mutualistas de 

Seguros(actualmente abrogada y sustituida por la Ley de 

Instituciones de Seguros y de Fianzas), la póliza debe indicar 

de manera clara y precisa todo lo relativo al alcance, 

términos, exclusiones, limitantes, franquicias o deducibles y 

cualquier otra modalidad que sea aplicable a la cobertura o 

plan contratado, así como los derechos y obligaciones de los 

contratantes, asegurados o beneficiarios, es decir, todas esas 

cuestiones deben quedar redactadas en términos que no 
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dejen lugar a duda de los riesgos que se cubren y los que se 

excluyen. 

Asimismo, se señaló que el acto de la presentación de 

la reclamación ante la aseguradora constituye la presunción 

de que el asegurado tiene a su favor un crédito por la 

realización del siniestro, la cual puede ser desvirtuada por 

dicha empresa aseguradora, y que la carga de la prueba del 

asegurado, contratante, o beneficiario de la póliza se reduce 

a acreditar:

1. La existencia del contrato de seguro; 

2. La materialización del riesgo amparado por la póliza; 

Éste último, entendido como el daño o accidente que 

sufran los bienes o afectación a las personas aseguradas por 

el evento señalado como riesgo en la póliza de seguro; o los 

terceros afectados por el siniestro.

3. Que dio aviso oportuno a la aseguradora. 

De ahí que la empresa aseguradora debe responder 

por los riesgos mencionados en el contrato de seguro, lo que 

debe constar en la póliza que sirve de prueba del contrato y 

de los riesgos amparados. Las condiciones de la póliza, el 

alcance, términos, exclusiones, limitantes, franquicias o 

deducibles y cualquier otra modalidad que se establezca en 

las coberturas o planes que ofrezca la institución de seguros 

así como los derechos y obligaciones de los contratantes, 

asegurados o beneficiarios, se deben indicar de manera clara 

y precisa, es decir, deben quedar redactadas en términos que 

no dejen lugar a duda de los riesgos que se cubren y los que 

se excluyen. 

Respecto de esto último, la ley es clara al señalar que 

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



29

la empresa aseguradora debe responder por todos los 

acontecimientos que presenten el carácter de riesgo que se 

hayan asegurado, a menos que expresamente se excluya de 

una manera precisa determinado riesgo o acontecimiento.

Esto es, si un riesgo no se encuentra expresamente 

excluido de la cobertura establecida en la póliza de manera 

clara y precisa, la empresa aseguradora tiene la obligación de 

responder por él al verificarse el siniestro, en los términos 

pactados en el contrato. 

En ese tenor, el asegurado, contratante o beneficiario 

de la póliza acreditará los elementos de su acción con 

demostrar la existencia del contrato de seguro y la 

actualización del siniestro o riesgo amparado en los 
términos que se desprendan de la póliza, por lo que 

cualquier interpretación, apreciación o detalle que no se 

desprenda claramente de dicha documental no puede ser 

carga de la prueba del asegurado o beneficiario, sino que en 

todo caso, corresponderá a la aseguradora desvirtuar la 

presunción a favor del asegurado.

Lo anterior tiene sustento, por analogía, en la 

jurisprudencia 1a./J. 7/2011 (10a.), consultable en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3, página 2655, con 

número de registro 2000167, de tema y texto siguientes: 

“SEGUROS. SI AL CONTESTAR LA RECLAMACIÓN DE 
PAGO O DURANTE UN PROCEDIMIENTO 
CONCILIATORIO, LA ASEGURADORA NO EXPONE 
TODAS LAS RAZONES POR LAS QUE NIEGA LA 
PRETENSIÓN DEL ASEGURADO, NO SE VE LIMITADO SU 
DERECHO DE DEFENSA EN EL JUICIO, NI EXIME DE LA 
CARGA DE LA PRUEBA A ESTE ÚLTIMO; PERO SÍ LE 
IMPONE LA CARGA DE DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN A 
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FAVOR DEL ASEGURADO SOBRE CUESTIONES QUE NO 
SE ENCUENTREN CLARAMENTE ESTABLECIDAS EN LA 
PÓLIZA. Conforme al artículo 36, fracción IV, de la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de 
Seguros, la aseguradora debe asesorar de buena fe, en forma 
clara y precisa a sus clientes, acorde con las sanas prácticas 
comerciales, por lo que cuando recibe una reclamación de 
pago, tiene la obligación de informar de manera clara y 
precisa si procede o no el pago de la suma asegurada, 
aduciendo las razones correspondientes y haciendo 
referencia específica al alcance, términos, condiciones, 
exclusiones, limitaciones, franquicias o deducibles y cualquier 
otra modalidad aplicable, así como a la obligación que tiene el 
cliente de presentar determinada información y los requisitos 
que la misma deba cumplir en los términos de la póliza y las 
condiciones generales del seguro. Sin embargo, ese deber de 
información no debe llevarse al extremo de limitar el derecho 
de defensa de la aseguradora en el juicio en caso de que 
haya omitido alguna cuestión, ya que ello, además de 
ocasionar un desequilibrio procesal, le privaría del respeto a 
su garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo 
anterior tampoco puede llevarse al extremo contrario, esto es, 
que la falta de información por la aseguradora antes de 
iniciado el juicio tenga por efecto dejar en indefensión al 
asegurado. Por tanto, para estos efectos cabe atender al 
citado artículo 36, fracción IV, del que se advierte que dichos 
términos, condiciones y limitaciones de la cobertura 
contratada deben ser claros y precisos "en la póliza", al igual 
que los derechos y obligaciones de las partes. En ese tenor, 
al asegurado, contratante o beneficiario de la póliza sólo le 
corresponde probar que se actualizó el siniestro amparado 
por ésta en los términos ahí establecidos -lo cual incluye las 
condiciones generales del seguro-, por lo que cualquier 
interpretación, apreciación o detalle que no se derive 
claramente de la póliza no es carga de la prueba del 
asegurado o beneficiario, sino de la aseguradora, en el 
entendido de que queda a la valoración del juez determinar si 
las pruebas presentadas por el asegurado o beneficiario 
cumplen razonablemente con lo establecido en la póliza, o si 
se trata de requisitos excesivos que son innecesarios para 
acreditar la actualización de los siniestros y sus 
características, como pueden ser los requisitos que deben 
satisfacer los comprobantes de pago o las características de 
forma de la documentación emitida por terceros y que, por 
tanto, son subsanables y no deben trascender al fondo de la 
controversia”. 

En ese orden de ideas, la existencia del contrato, de 

la póliza que lo documenta, así como la materialización del 
riesgo amparado, no constituyeron aspectos controvertidos, 

pues ambas partes reconocieron la existencia de la 

contratación del seguro con número de póliza ************, 

con vigencia del tres de diciembre de dos mil veintiuno al 

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



31

tres de enero de dos mil veintitrés, así como la 

actualización del siniestro, esto es, que el vehículo fue 

robado, lo que se hizo del conocimiento a la parte 

demandada, quien le asignó el número de siniestro 

********, por lo que no se hará un análisis profundo de 

éstos, habida cuenta que lo que es materia de la litis es 

determinar si le corresponde al actor el importe monetario en 

concepto de indemnización por el robo del vehículo que 

aduce es de su propiedad, descrito en la póliza en la que 

aparece  ******* ***** ****** ********* como asegurada, 

generado con motivo del robo del automotor; circunstancias 

que encuentran sustento en lo previsto en los artículos 1077, 

1327 y 1329 del Código de Comercio, que prevé que la 

sentencia debe avocarse a resolver los puntos litigiosos3.

Cabe señalar que al estar en presencia de la acción de 

cumplimiento de contrato de seguro, no es una carga 

probatoria para la parte actora, ni constituye un elemento de 

la acción, acreditar la causalidad entre el hecho y el daño, es 

decir, la parte actora no tiene que probar que el siniestro 

ocurrió por culpa del ente asegurado, sino que en su caso, 

vía excepción, se tendría que demostrar que el mismo ocurrió 

por causas atribuibles al propio afectado. 

3 Art. 1,077. Todas las resoluciones sean decretos de trámite, autos provisionales, 
definitivos o preparatorios y sentencias interlocutorias deben ser claras, precisas y 
congruentes con las promociones de las partes, resolviendo sobre todo lo que éstas 
hayan pedido. Cuando el tribunal sea omiso en resolver todas las peticiones 
planteadas por el promovente de oficio o a simple instancia verbal del interesado, 
deberá dar nueva cuenta y resolver las cuestiones omitidas dentro del día siguiente. 
Las sentencias definitivas también deben ser claras, precisas y congruentes con las 
demandas y las contestaciones y con las demás pretensiones deducidas 
oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado, y decidiendo 
todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando estos hubieren 
sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos.
…

Art. 1,327. La sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y de 
las excepciones opuestas respectivamente en la demanda y en la contestación.
Art. 1,329. Cuando hayan sido varios los puntos litigiosos, se hará con la debida 
separación la declaración correspondiente á cada uno de ellos.
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PRIMER ELEMENTO

En ese sentido, debe indicarse que por lo que hace al 

primer elemento de la acción, consistente en la existencia 
del contrato, no es un hecho controvertido, ya que ambas 

partes señalaron reconocieron la existencia del contrato de 

seguro al amparo de la póliza ************, la actora en su 

escrito de demanda y la aseguradora demandada en su 

escrito de contestación de demanda.

Aunado a que en autos obra la póliza ************, 

con vigencia de tres de diciembre de dos mil veintiuno al 
tres de enero de dos mil veintitrés, la cual fue exhibida por 

ambas partes, que de acuerdo a las condiciones generales 

del seguro la cobertura básica es de daños materiales, robo 
total y responsabilidad civil por daños a terceros, entre otras 

coberturas, por lo que se tiene por acreditado el citado 
elemento. 

Documento de que se trata adquiere valor probatorio 

que le confiere el artículo 1296 del Código de Comercio y, en 

vía de consecuencia, se estima idónea y eficaz para acreditar 

los términos concretos y específicas condiciones en que las 

partes de manera libre y voluntaria suscribieron el acuerdo de 

voluntad básico de la acción.

Ello es así, en la medida de que a través del medio de 

convicción a estudio se precisó el objeto del indicado acuerdo 

de voluntades, a saber, la obligación de la demandada de 

cubrir la indemnización a favor del asegurado ante la 

actualización de la eventualidad prevista en el contrato, ello, 

desde luego, a cambio del pago de las cantidades de dinero 

que pactaron a título de prima.

Consecuentemente, de la documental mencionada 

queda debidamente acreditada la relación contractual, es 
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decir, el vínculo entre los contendientes, así como el pacto de 

la cobertura indicada.

De ahí, que se encuentra acreditado el primer 
elemento de la acción. 

SEGUNDO ELEMENTO

El segundo elemento, consiste en la materialización 
del siniestro durante la vigencia del contrato de seguro, 
también está acreditado, ya que, en la referida póliza se 

aprecia que tiene una vigencia de las doce horas del tres de 
diciembre de dos mil veintiuno, a las doce horas del tres 
de enero de dos mil veintitrés; y que, en caso de robo total, 

se pagaría el valor comercial al 100% de tal vehículo, lo que 

en el caso especificó se acreditó.

Lo anterior, se corrobora con la copia certificada de la 

carpeta de investigación ********************* en la que 

se advierte la declaración de la parte actora, por conducto de 

******* ***** *******, en relación al robo del vehículo 

ocurrido el día cinco de julio de dos mil veintidós, dentro 

del periodo que la póliza estuvo vigente.

En efecto, de la prueba documental se advierte la 

entrevista a ******* ***** *******, ante la Fiscalía General 

del Estado, Unidad de Atención Temprana 2, manifestó que 

aproximadamente a las diecisiete horas del cinco de julio de 
dos mil veintidós, acompañado de  ******* **********  a 

bordo del vehículo marca  ******, tipo  *****  *******, 

modelo  **** , color gris, número de serie 

*****************, número de motor  ***********, 

placas de circulación  *******, particulares del Estado de 

Guerrero, al ir circulando en la autopista del Sol México – 
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Acapulco 95-D, tramo carretero Chilpancingo – Iguala, a la 

altura del entronque que conduce a la localidad de Tierras 

Prietas, sobre el carril de baja velocidad sur – norte, de forma 

repentina al salir de una curva a una distancia de diez metros 

se le interpusieron sobre la carretera dos personas del sexo 

masculino mismos que vestían sudaderas color negro, 

pantalón de mezclilla color azul marino, con cubre bocas, de 

complexión delgada, de una estatura de aproximadamente un 

metro con setenta centímetros, les apuntaron con armas de 

fuegos tipo pistola escuadra, desconociendo el calibre de las 

mismas, por lo que al ver que los sujetos le apuntaban frenó 

el vehículo, quedando a una distancia de un metro 

aproximadamente, y que el sujeto que portaba el arma de 

fuego color cromada se dirigió hacia su persona apuntándole 

con dicha arma de fuego a la altura de su cabeza 

manifestándole que se bajaran del vehículo y al hacerlo se 

llevaron el vehículo por la calle con dirección al entronque de 

Tierras Prietas. 

Además, la parte actora acreditó la propiedad del 

vehículo robado, con la factura número  ******* de 

*********** ** ********* ** *** *** **********, 

expedida por  *********** ** ******* ******** ******* 

** ******* ********, a nombre de la parte actora.

Luego, con base en lo expuesto en la carpeta de 

investigación a que se ha hecho mención, se demuestra la 

existencia del siniestro reclamado dentro del plazo de la 

vigencia de la póliza, ya que éste sucedió el cinco de julio 
de dos mil veintidós, y la vigencia es del tres de diciembre  
de dos mil veintiuno al tres de enero de dos mil 
veintitrés.

Documental que merece valor probatorio en términos 

del artículo 1237 del Código de Comercio, por tratarse de 
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documento público expedido por autoridad judicial.

Bajo tales consideraciones, se tiene acreditado el 

segundo elemento de la acción en estudio.  

TERCER ELEMENTO

También se encuentra acreditado el tercer elemento 
de la acción en análisis, relativo al incumplimiento de la 

demandada a lo pactado por las partes en el contrato de 

seguro materializado con la póliza base de la acción, esto es, 

que fue omisa en pagar la indemnización correspondiente a 

la póliza de seguro materia de la Litis. 

En principio, cabe precisar, que como se analizó, las 

partes se sometieron a lo establecido en la póliza y 

condiciones generales del contrato de seguro fundatorio de la 

acción, asimismo, que la parte actora cumplió con la 
obligación de dar aviso oportuno a la aseguradora 
demandada respecto de la realización del siniestro de 
robo del vehículo, sin que la aseguradora, hasta la fecha 

haya cubierto de acuerdo a la póliza, el valor pactado por el 

robo del vehículo.

Así, el actor basó su acción, en los siguientes hechos:

a) Que aproximadamente a las diecisiete horas del 

cinco de julio de dos mil veintidós,  ******* ***** 

******** acompañado de  ******* ********** a bordo del 

vehículo marca  ******, tipo  *****  *******, modelo  ****, 

color gris, número de serie  *****************, número 

de motor  ***********, placas de circulación  *******, 

particulares del Estado de Guerrero, al ir circulando en la 
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autopista del Sol México – Acapulco 95-D, tramo carretero 

Chilpancingo – Iguala, a la altura del entronque que conduce 

a la localidad de Tierras Prietas, sobre el carril de baja 

velocidad sur – norte, de forma repentina al salir de una curva 

a una distancia de diez metros se le interpusieron sobre la 

carretera dos personas del sexo masculino mismos que 

vestían sudaderas color negro, pantalón de mezclilla color 

azul marino, con cubre bocas, de complexión delgada, de una 

estatura de aproximadamente un metro con setenta 

centímetros, les apuntaron con armas de fuegos tipo pistola 

escuadra, desconociendo el calibre de las mismas, por lo que 

al ver que los sujetos le apuntaban frenó el vehículo, 

quedando a una distancia de un metro aproximadamente, y 

que el sujeto que portaba el arma de fuego color cromada se 

dirigió hacia su persona apuntándole con dicha arma de 

fuego a la altura de su cabeza manifestándole que se bajaran 

del vehículo y al hacerlo se llevaron el vehículo por la calle 

con dirección al entronque de Tierras Prietas. 

b) Que de inmediato dio aviso del robo a la 

aseguradora, quien le proporcionó el número de siniestro 

********, que desde el día del robo, no ha tenido por parte 

de la demandada una respuesta favorable; que mediante 

correo electrónico de nueve de septiembre de dos mil 

veinticuatro, la compañía aseguradora, declaró improcedente 

la reclamación. 

Así, tenemos que con el aviso del siniestro se generó la 

presunción de actualización del riesgo asegurado, en razón 

de que la demandada admitió el mismo, ya que ambas partes 

reconocieron que la demandada declaró improcedente la 

reclamación respecto del siniestro  ******** que hizo la 

actora, en virtud de que la acción ya se encontraba prescrita.

De ahí que se acredita el tercer elemento en cuanto a 
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que hasta la fecha, la demandada no ha cumplido con pago 

de la indemnización correspondiente a la póliza 

************.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis I.3o.C.323 C, 

emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, Julio de 

2002, página 14030, con número de registro 186422, de 

rubro y texto siguientes: 

“SEGUROS. EL AVISO DE ACCIDENTE CONSTITUYE 
UNA PRESUNCIÓN SOBRE LA ACTUALIZACIÓN DEL 
RIESGO AMPARADO EN LA PÓLIZA, QUE LA 
ASEGURADORA DEBE DESVIRTUAR. De la 
interpretación sistemática de los artículos 66, 67, 68, 69, 70 
y 77 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, se desprende 
que el asegurado o beneficiario tiene el deber de notificar a 
la empresa aseguradora por escrito o a través del medio 
que pacten las partes contratantes, de la realización del 
siniestro (aviso), entendido éste como el daño o accidente 
que sufran los bienes o afecten a las personas aseguradas 
por el evento señalado como riesgo en la póliza de seguro. 
A través de ese aviso los asegurados, beneficiarios y, en su 
caso, los representantes de éstos, declaran en forma 
detallada sobre los pormenores del evento considerado 
como accidente, y la aseguradora toma por verdadero el 
dicho vertido en esas declaraciones, lo que tiene la 
presunción de que el deponente actuó de buena fe y que 
se actualizó el riesgo, salvo que la aseguradora demuestre 
que se incurrió en simulaciones o declaraciones inexactas 
para motivar la aparición del principio indemnizatorio, 
hipótesis en la cual quedaría liberada de todo pago”. 

Por este motivo, la empresa aseguradora debe 

responder por las sumas aseguradas, lo que debe constar en 

la póliza que sirve de prueba del contrato. Las condiciones de 

la póliza, el alcance, términos, exclusiones, limitantes, 

franquicias o deducibles y cualquier otra modalidad que se 

establezca en las coberturas o planes que ofrezca la 

institución de seguros así como los derechos y obligaciones 

de los contratantes, asegurados o beneficiarios, se deben 
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indicar de manera clara y precisa, es decir, deben quedar 

redactadas en términos que no dejen lugar a duda.

Respecto de esto último, la ley es clara al señalar que 

la empresa aseguradora debe responder por todos los 

acontecimientos que presenten a menos que expresamente 

se excluya de una manera precisa. En ese tenor, el 

asegurado, contratante o beneficiario de la póliza acreditará 

los elementos de su acción con demostrar la existencia del 

contrato de seguro y la actualización del siniestro amparado 

en los términos que se desprendan de la póliza. 

Es decir, a la parte actora sólo le corresponde probar 

que se actualizó el siniestro amparado por la póliza, en los 

términos claramente establecidos en la misma. Cualquier 

interpretación, apreciación o detalle que no se desprenda 

claramente de la póliza no puede ser carga de la prueba del 

asegurado o beneficiario, sino que en todo caso, 

corresponderá a la aseguradora desvirtuar la presunción a 

favor del asegurado. 

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia 1a./J. 

7/2011 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, consultable en la Décima Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 

2655 del Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3, con registro 

2000167, del rubro y texto siguientes: 

“SEGUROS. SI AL CONTESTAR LA RECLAMACIÓN DE 
PAGO O DURANTE UN PROCEDIMIENTO 
CONCILIATORIO, LA ASEGURADORA NO EXPONE 
TODAS LAS RAZONES POR LAS QUE NIEGA LA 
PRETENSIÓN DEL ASEGURADO, NO SE VE LIMITADO 
SU DERECHO DE DEFENSA EN EL JUICIO, NI EXIME DE 
LA CARGA DE LA PRUEBA A ESTE ÚLTIMO; PERO SÍ 
LE IMPONE LA CARGA DE DESVIRTUAR LA 
PRESUNCIÓN A FAVOR DEL ASEGURADO SOBRE 
CUESTIONES QUE NO SE ENCUENTREN CLARAMENTE 
ESTABLECIDAS EN LA PÓLIZA. Conforme al artículo 36, 
fracción IV, de la Ley General de Instituciones y Sociedades 
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Mutualistas de Seguros, la aseguradora debe asesorar de 
buena fe, en forma clara y precisa a sus clientes, acorde con 
las sanas prácticas comerciales, por lo que cuando recibe 
una reclamación de pago, tiene la obligación de informar de 
manera clara y precisa si procede o no el pago de la suma 
asegurada, aduciendo las razones correspondientes y 
haciendo referencia específica al alcance, términos, 
condiciones, exclusiones, limitaciones, franquicias o 
deducibles y cualquier otra modalidad aplicable, así como a 
la obligación que tiene el cliente de presentar determinada 
información y los requisitos que la misma deba cumplir en 
los términos de la póliza y las condiciones generales del 
seguro. Sin embargo, ese deber de información no debe 
llevarse al extremo de limitar el derecho de defensa de la 
aseguradora en el juicio en caso de que haya omitido alguna 
cuestión, ya que ello, además de ocasionar un desequilibrio 
procesal, le privaría del respeto a su garantía de audiencia 
contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior tampoco puede 
llevarse al extremo contrario, esto es, que la falta de 
información por la aseguradora antes de iniciado el juicio 
tenga por efecto dejar en indefensión al asegurado. Por 
tanto, para estos efectos cabe atender al citado artículo 36, 
fracción IV, del que se advierte que dichos términos, 
condiciones y limitaciones de la cobertura contratada deben 
ser claros y precisos "en la póliza", al igual que los derechos 
y obligaciones de las partes. En ese tenor, al asegurado, 
contratante o beneficiario de la póliza sólo le corresponde 
probar que se actualizó el siniestro amparado por ésta en los 
términos ahí establecidos -lo cual incluye las condiciones 
generales del seguro-, por lo que cualquier interpretación, 
apreciación o detalle que no se derive claramente de la 
póliza no es carga de la prueba del asegurado o beneficiario, 
sino de la aseguradora, en el entendido de que queda a la 
valoración del juez determinar si las pruebas presentadas 
por el asegurado o beneficiario cumplen razonablemente con 
lo establecido en la póliza, o si se trata de requisitos 
excesivos que son innecesarios para acreditar la 
actualización de los siniestros y sus características, como 
pueden ser los requisitos que deben satisfacer los 
comprobantes de pago o las características de forma de la 
documentación emitida por terceros y que, por tanto, son 
subsanables y no deben trascender al fondo de la 
controversia.”.

De ahí que la parte actora dio el aviso correspondiente 

a la aseguradora del siniestro ocurrido, sin que hasta la fecha 

de la presente resolución la aseguradora haya cumplido con 

el contrato, sin que la demandada haya demostrado lo 

contrario, es decir, no aportó alguna prueba que demostrara 

que dio cumplimiento al contrato de seguro.
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Ello es así, ya que las pruebas documentales que 

aportó la demandada, consistentes en:

La póliza  ************, a nombre de la actora, 

expedida por la demandada; y las Condiciones Generales 

que forman parte integrante de la póliza de seguro, sólo 

demuestran el acuerdo de voluntades celebrado entre las 

partes, pero en modo alguno que haya dado cumplimiento al 

contrato del seguro, sino por el contrario la demandada en el 

escrito de contestación de demanda, reconoció la celebración 

del contrato de seguro con el accionante, manifestaciones 

que se valoran en términos de lo dispuesto por los artículos 

1212 y 1287 del Código de Comercio, las cuales si bien 

constituyen un indicio, lo cierto que dichas manifestaciones 

tienen pleno valor probatorio al encontrarse corroboradas con 

la póliza y su respectivas condiciones generales, antes 

valoradas.

Por lo que respecta a la prueba confesional a cargo 

de la actora, debe indicarse que la misma en nada beneficia a 

la parte demandada, puesto que de la misma no se evidencia 

algún dato que demuestre el cumplimiento del acuerdo de 

voluntades al amparo de la póliza  ************, sino por el 

contrario se corrobora el siniestro ocurrido y que la parte 

demandada no ha cumplido con lo pactado en el contrato de 

seguro.

Con la instrumental de actuaciones y la 

presuncional en su doble aspecto legal y humano, la 

parte demandada tampoco acreditó haber dado cumplimiento 

al contrato de seguro.

Por otra parte debe indicarse a la parte demandada que 

no obra constancia alguna en autos de que la acción para 

reclamar el contrato de seguro de la que derivó la póliza 
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************, se encuentre prescrita, pues contrario a ello, 

debe precisarse que como se expuso en el considerando 

quinto de esta sentencia, la aseguradora demandada no 

justificó ni demostró, que en el caso concreto aconteció algún 

factor que interrumpió válidamente el plazo legal de dos 
años para que la actora ejercitara su acción de pago.

De ahí que resulte evidente que la parte demandada ha 

incumplido con el contrato de seguro al amparo de la póliza 

************. 

ESTUDIO DE LAS EXCEPCIONES

Demostrados que fueron los elementos de la acción, se 

procede al análisis de las restantes excepciones que opuso la 

demandada. 

La parte demandada hace valer las excepciones 

siguientes: 

Excepción de oscuridad y ambigüedad de la 
demanda, con el argumento de que la parte actora  deja a la 

demandada en estado de indefensión para dar contestación a 

la demanda y realizar una adecuada defensa de sus 

derechos, dado el deficiente planteamiento de la demanda.

Al respecto, debe indicarse que resulta infundada, ya 

que tal excepción es procedente si al ejercitar la acción 

correspondiente, la demanda no llena alguno o algunos de 

los requisitos de forma que debe tener, de acuerdo con la 

ley, lo cual se presenta cuando el actor no señala elementos 

que permitan a su contraparte hacer valer excepciones y 

defensas, y preparar debidamente su contestación con las 

pruebas que estime convenientes; es decir, cuando se 
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redacta de tal forma, que se imposibilite entender ante quién 

se demanda, por qué se demanda y sus fundamentos 

legales, omitiendo precisar las circunstancias de lugar, 

tiempo y modo de ejecución de los hechos que estime 

constitutivos de su acción.

En ese sentido, se tiene que en el caso concreto la 

actora reclamó el cumplimiento de la póliza  ************, 

en específico el  pago de la cobertura por robo total, así 

como diversas prestaciones accesorias, para lo cual narró 

los hechos que motivaron sus pretensiones, esto es, precisó 

las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que 

acontecieron los hechos.

Así, es oportuno resaltar que del escrito de contestación 

de demanda, se aprecia que la parte demandada advirtió la 

acción que fue intentada, puesto que indicó en qué consistió, 

negó que le asistiera derecho a su contraparte, opuso las 

defensas y excepciones que estimó pertinentes; por lo que 

resulta claro que entendió el contenido y alcance de la 

demanda entablada en su contra, aunado a que ofreció 

pruebas de su intención a fin de acreditar sus excepciones.

 De ahí que resulte infundada tal excepción.  

Ahora, por lo que respecta a las excepciones 

denominadas la derivada del artículo 78 del Código de 
Comercio y excepción de actori incumbit probatio 
opuestas por la demandada; resultan infundadas en razón 

de que va encaminadas a demostrar la falta de acción de la 

parte actora, en virtud de que la actora no puede desconocer 

las obligaciones a que se sujetó al momento de celebrar el 

contrato de seguro y que el actor debe probar su acción; sin 

embargo, en el estudio que precede se determinó que la 

parte actora sí acreditó los elementos constitutivos de su 

acción y, claramente se advierte que si dio cumplimiento a las 
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obligaciones del contrato de seguro que celebró con la parte 

demandada y que no contravino disposición legal alguna al 

ejercer su derecho de reclamación del cumplimiento del 

contrato de seguro.

Asimismo, la demandada opuso la excepciones que se 

identifican como de preclusión e imposibilidad de cambiar 
el escrito inicial de demanda y enderezar sus 
pretensiones (non mutanti libeli); debe decirse que la parte 

actora no modificó ni amplió su escrito inicial de demanda, ni 

aportó elementos fundatorios distintos, como se observa de la 

revisión de las constancias de autos, por lo que dichas 

excepciones resultan inatendibles.

Por lo que respecta a la denominada sine actione agis, 

no es propiamente una excepción sino que tiene por objeto 

revertir la carga de la prueba a su contraria y obligar al 

juzgador al estudio de los elementos de la acción, 

circunstancia que se apoya con la jurisprudencia VI. 2o. 

J/203, sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, Junio de 1992, Materia Común, 

página 62, de rubro y texto como sigue: 

“SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de acción o 
sine actione agis, no constituye propiamente hablando una 
excepción, pues la excepción es una defensa que hace valer 
el demandado, para retardar el curso de la acción o para 
destruirla, y la alegación de que el actor carece de acción, 
no entra dentro de esa división. Sine actione agis no es otra 
cosa que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo 
efecto jurídico, solamente puede consistir en el que 
generalmente produce la negación de la demanda, o sea, el 
de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar al 
juez a examinar todos los elementos constitutivos de la 
acción.”:

Lo cual fue debidamente realizado en líneas 

precedentes. 
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Finalmente, por lo que hace a todas las excepciones 
que deriven del escrito de contestación y genérica, debe 

indicarse que del estudio de los autos, no se advierte 

actualizada alguna excepción diversa a las analizadas.  

Además, la demandada no hace referencia a los 

hechos particulares, o bien, porqué tendrían como 

consecuencia destruir la acción intentada por la actora.

En efecto, la parte demandada se abstuvo de exponer 

los hechos en los que apoya dichas excepciones; en esas 

condiciones, se priva a la contraparte del derecho de conocer 

y, consecuentemente, controvertir y, en su caso, destruir los 

argumentos respectivos, colocándola en un estado de 

indefensión, motivo por el cual, se declaran improcedentes 

la excepción de referencia.

Por lo que hace a las excepciones señaladas como la 

improcedencia de la reclamación de intereses moratorios 
e improcedencia de la reclamación de gastos y costas, se 

analizaran en los considerandos correspondientes. 

Por lo que procede condenar a la parte demandada al 

cumplimiento del contrato de seguro, amparado por la póliza 

número  ************; en virtud de que se actualizó el 

riesgo amparado por la cobertura de robo total, en los 

términos que se obligó en el contrato de seguro y sus 

respectivas condiciones generales, esto es, al valor 
comercial,  al momento de ocurrir el siniestro, menos el 10% 
(diez por ciento) del deducible establecido en la póliza, 
como lo indica la demandada, y como al efecto, se estableció 

en las condiciones generales del seguro. 

Así, en las condiciones generales del seguro en la 

“Cláusula 5ª. Sumas Aseguradas y Responsabilidad 
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Máxima”, se estableció:

 “La responsabilidad máxima de la compañía para las 

coberturas […] 2. Robo Total y se podrá establecer la 

responsabilidad máxima de acuerdo a lo especificado en la 

carátula de la póliza con base en las siguientes definiciones:

Valor comercial

Para efectos de este contrato se entenderá por valor 

comercial el valor de venta del vehículo al público en el 

mercado.

Vehículos residentes: para efectos de este Contrato se 

entenderá por valor comercial venta del Vehículo al público 

en el mercado, calculado con base en el promedio aritmético 

de las publicaciones especializadas de valores del mercado 

automovilístico mexicano, que son Guías EBC vigentes al 

momento de ocurrir el Siniestro.” 

Como se ve, tanto en la póliza como en sus respectivas 

condiciones, se estableció que el robo total del vehículo, sería 

cubierto al valor comercial de la unidad de acuerdo a la 
guía EBC, vigente al momento de ocurrir el siniestro, menos 

el diez por ciento de deducible como al efecto lo indica la 

parte demandada.

Por lo anterior, el pago se cuantificara en ejecución de 

sentencia.  

SÉPTIMO. PROCEDENCIA DE LAS PRESTACIONES 
RECLAMADAS. En consecuencia, al estar plenamente 

demostrada la acción de incumplimiento del contrato de 

L
U

IS A
N

G
E

L
 SA

N
C

H
E

Z
 A

R
C

IN
IE

G
A

706a6620636a663300000000000000000001639f
05/05/29 14:53:24

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



seguro, se condena a la demandada  *** ******** 

******** ******* ** ******* ********* al cumplimiento del 

contrato de seguro fundatorio de la acción, con motivo de la 

actualización del riesgo amparado por la póliza número 

************, consistente en robo total del vehículo 

asegurado y, como consecuencia, al pago del valor 
comercial del vehículo, con un deducible del 10% (diez 
por ciento).

Condena que, deberá cumplir en el perentorio plazo de 

setenta y dos horas, una vez que quede firme la presente 
sentencia y que se determine el valor comercial de la 
unidad de acuerdo a la guía EBC, vigente al momento de 

ocurrir el siniestro, menos el diez por ciento de deducible, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 277 de la Ley de 

Instituciones de Seguros y de Fianzas; con el apercibimiento 

que de no hacerlo, se procederá a instancia de parte, al 

cumplimiento forzoso de la presente sentencia.

OCTAVO. INDEMNIZACIÓN POR MORA E 
INTERESES MORATORIOS. Ahora bien, la parte actora 

solicita el pago de la indemnización por mora, según lo 

dispuesto por el artículo 276 fracción I, de la Ley de 

Instituciones de Seguros y de Fianzas en vigor.

Al respecto la parte demandada hizo valer la 

excepción tendente a controvertir directamente esta 

prestación, pues la improcedencia de ésta la sustenta en 

que dado que la actora no demostró tener derecho a la 

prestación que reclama como suerte principal, tampoco lo 

tiene para reclamar esta prestación en estudio; tópico éste 

que ya fue desvirtuado en diverso apartado, por lo que se 

procederá únicamente a analizar la procedencia de la 

prestación, sin atender a los argumentos en que se 
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sustentan las excepciones, en obvio de innecesarias 

repeticiones.

Bajo ese contexto, al haber prosperado la acción de 

cumplimiento de contrato, debe decirse que la prestación de 

indemnización por mora es procedente, en términos del 

artículo 276 de la Ley de Instituciones de Seguros y 

Fianzas, el cual establece:

 “ARTÍCULO 276.- Si una Institución de Seguros no cumple 
con las obligaciones asumidas en el contrato de seguro dentro 
de los plazos con que cuente legalmente para su 
cumplimiento, deberá pagar al acreedor una indemnización 
por mora de acuerdo con lo siguiente:

I. Las obligaciones en moneda nacional se denominarán en 
Unidades de Inversión, al valor de éstas en la fecha del 
vencimiento de los plazos referidos en la parte inicial de este 
artículo y su pago se hará en moneda nacional, al valor que 
las Unidades de Inversión tengan a la fecha en que se efectúe 
el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
segundo de la fracción VIII de este artículo.

Además, la Institución de Seguros pagará un interés 
moratorio sobre la obligación denominada en Unidades de 
Inversión conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, el 
cual se capitalizará mensualmente y cuya tasa será igual al 
resultado de multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo 
de pasivos denominados en Unidades de Inversión de las 
instituciones de banca múltiple del país, publicado por el 
Banco de México en el Diario Oficial de la Federación, 
correspondiente a cada uno de los meses en que exista mora;

II. Cuando la obligación principal se denomine en moneda 
extranjera, adicionalmente al pago de esa obligación, la 
Institución de Seguros estará obligada a pagar un interés 
moratorio el cual se capitalizará mensualmente y se calculará 
aplicando al monto de la propia obligación, el porcentaje que 
resulte de multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo de 
pasivos denominados en dólares de los Estados Unidos de 
América, de las instituciones de banca múltiple del país, 
publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la 
Federación, correspondiente a cada uno de los meses en que 
exista mora;

III. En caso de que a la fecha en que se realice el cálculo no 
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se hayan publicado las tasas de referencia para el cálculo del 
interés moratorio a que aluden las fracciones I y II de este 
artículo, se aplicará la del mes inmediato anterior y, para el 
caso de que no se publiquen dichas tasas, el interés moratorio 
se computará multiplicando por 1.25 la tasa que las sustituya, 
conforme a las disposiciones aplicables;

IV. Los intereses moratorios a que se refiere este artículo se 
generarán por día, a partir de la fecha del vencimiento de los 
plazos referidos en la parte inicial de este artículo y hasta el 
día en que se efectúe el pago previsto en el párrafo segundo 
de la fracción VIII de este artículo. Para su cálculo, las tasas 
de referencia a que se refiere este artículo deberán dividirse 
entre trescientos sesenta y cinco y multiplicar el resultado por 
el número de días correspondientes a los meses en que 
persista el incumplimiento;

V. En caso de reparación o reposición del objeto siniestrado, 
la indemnización por mora consistirá únicamente en el pago 
del interés correspondiente a la moneda en que se haya 
denominado la obligación principal conforme a las fracciones I 
y II de este artículo y se calculará sobre el importe del costo 
de la reparación o reposición;

VI. Son irrenunciables los derechos del acreedor a las 
prestaciones indemnizatorias establecidas en este artículo. El 
pacto que pretenda extinguirlos o reducirlos no surtirá efecto 
legal alguno. Estos derechos surgirán por el solo transcurso 
del plazo establecido por la Ley para el pago de la obligación 
principal, aunque ésta no sea líquida en ese momento.

Una vez fijado el monto de la obligación principal conforme a 
lo pactado por las partes o en la resolución definitiva dictada 
en juicio ante el juez o árbitro, las prestaciones 
indemnizatorias establecidas en este artículo deberán ser 
cubiertas por la Institución de Seguros sobre el monto de la 
obligación principal así determinado;

VII. Si en el juicio respectivo resulta procedente la 
reclamación, aun cuando no se hubiere demandado el pago 
de la indemnización por mora establecida en este artículo, el 
juez o árbitro, además de la obligación principal, deberá 
condenar al deudor a que también cubra esas prestaciones 
conforme a las fracciones precedentes;

VIII. La indemnización por mora consistente en el sistema de 
actualización e intereses a que se refieren las fracciones I, II, 
III y IV del presente artículo será aplicable en todo tipo de 
seguros, salvo tratándose de seguros de caución que 
garanticen indemnizaciones relacionadas con el impago de 
créditos fiscales, en cuyo caso se estará a lo dispuesto por el 
Código Fiscal de la Federación.
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El pago que realice la Institución de Seguros se hará en una 
sola exhibición que comprenda el saldo total por los siguientes 
conceptos:

a) Los intereses moratorios;

b) La actualización a que se refiere el primer párrafo de la 
fracción I de este artículo, y

c) La obligación principal.

En caso de que la Institución de Seguros no pague en una 
sola exhibición la totalidad de los importes de las obligaciones 
asumidas en el contrato de seguros y la indemnización por 
mora, los pagos que realice se aplicarán a los conceptos 
señalados en el orden establecido en el párrafo anterior, por 
lo que la indemnización por mora se continuará generando en 
términos del presente artículo, sobre el monto de la obligación 
principal no pagada, hasta en tanto se cubra en su totalidad.

Cuando la Institución interponga un medio de defensa que 
suspenda el procedimiento de ejecución previsto en esta ley, 
y se dicte sentencia firme por la que queden subsistentes los 
actos impugnados, el pago o cobro correspondientes deberán 
incluir la indemnización por mora que hasta ese momento 
hubiere generado la obligación principal, y

IX. Si la Institución de Seguros, dentro de los plazos y 
términos legales, no efectúa el pago de las indemnizaciones 
por mora, el juez o la Comisión Nacional para la Protección y 
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, según 
corresponda, le impondrán una multa de 1000 a 15000 Días 
de Salario.

En el caso del procedimiento administrativo de ejecución 
previsto en el artículo 278 de esta Ley, si la institución de 
seguros, dentro de los plazos o términos legales, no efectúan 
el pago de las indemnizaciones por mora, la Comisión le 
impondrá la multa señalada en esta fracción, a petición de la 
autoridad ejecutora que corresponda conforme a la fracción II 
de dicho artículo.”

El numeral transcrito dispone que si en un juicio resulta 

procedente la reclamación, aun cuando no se hubiere 

demandado el pago de las prestaciones indemnizatorias 

establecidas en dicho artículo, el juez o árbitro además de la 

obligación principal, deberá condenar al deudor a que 
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también cubra esas prestaciones conforme a las fracciones 

precedentes.

En dichas fracciones se prevé, en lo que interesa, que 

las empresas aseguradoras que no cumplan con las 

obligaciones asumidas en el contrato de seguro al hacerse 

exigibles legalmente, deberán pagar al acreedor una 

indemnización por mora, estableciendo que las obligaciones 

en moneda nacional se denominarán en unidades de 

inversión, al valor de éstas en la fecha de su exigibilidad 

legal y su pago se hará en moneda nacional al valor que las 

unidades de inversión tengan a la fecha en que se efectúe 

aquél; asimismo, deberán pagar intereses moratorios por 

el periodo que dure el incumplimiento.

En mérito de lo anterior, cuando resulta fundada la 

reclamación derivada de un contrato de seguro, debe 
condenarse a su actualización en unidades de inversión 

de conformidad con el numeral en comento.

Luego, si en el caso, quedó probada la acción de 

cumplimiento de contrato de seguro, hecha valer por la 

actora, es inconcuso que resulta procedente el pago de la 

indemnización por mora y de los intereses moratorios 

previstos por el numeral 276 de la Ley de Instituciones de 

Seguros y Fianzas, debiendo tomar como base para la 
cuantificación de esta condena, el monto total de la 
cobertura asegurada, en su equivalente en moneda 
nacional. 

Por otra parte, de un análisis conjunto del dispositivo 

legal señalado en el párrafo que antecede, en relación con el 

artículo 71 de la Ley sobre Contrato de Seguro4, se concluye 

4 ARTICULO 71.- El crédito que resulte del contrato de seguro vencerá treinta días 
después de la fecha en que la empresa haya recibido los documentos e informaciones 
que le permitan conocer el fundamento de la reclamación.
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que el crédito que resulte del contrato de seguro es exigible 

treinta días después que la empresa ha recibido los 

documentos e informaciones que le permitan conocer el 

fundamento de la reclamación o en su caso a partir de que 

resuelva la aseguradora si resulta procedente el reclamo.

Por lo anterior, se condena a la demandada a pagar a 

la parte actora la indemnización por mora, prevista por la 

fracción I, del artículo 276 de la Ley de Instituciones de 

Seguros y Fianzas; así como al pago de los intereses 
moratorios, que para el primer mes se calcularán sobre la 

obligación a la que fue condenada, denominada en Unidades 

de Inversión, a la cual se aplicará la tasa que será igual al 

resultado de multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo 

de pasivos denominados en Unidades de Inversión de las 

instituciones de banca múltiple del país, publicado por el 

Banco de México en el Diario Oficial de la Federación.

A partir del segundo mes la tasa señalada 

anteriormente se aplicará a la obligación a la que fue 

condenada denominada en UDIS, capitalizada con los 

intereses moratorios que correspondan a los meses 

anteriores.

Los intereses moratorios se calcularán en cada uno de 

los meses en que exista mora, a partir de la data en la que 
vencen los treinta días posteriores a la reclamación y 

hasta el día inmediato anterior a aquél en que se efectúe el 

pago, los cuales deberán ser cuantificados mediante el 

incidente de liquidación respectivo, en la etapa de ejecución 

de sentencia, de ser necesario con el apoyo de expertos 

contables.

Será nula la cláusula en que se pacte que el crédito no podrá exigirse sino después de 
haber sido reconocido por la empresa o comprobado en juicio.
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Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 

5/2021 (11a.), con registro digital 2023630, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Octubre de 2021, Materia Civil, 

página 1691, tomo II, libro 6, de rubro y texto como sigue: 

“INDEMNIZACIÓN POR MORA EN CONTRATOS DE 
SEGURO. PROCEDE ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA 
ASEGURADORA, AUNQUE NO SE HAYA RECLAMADO COMO 
PRESTACIÓN EN LA DEMANDA DE ORIGEN (ARTÍCULO 276, 
FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y 
DE FIANZAS). Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes analizaron si procede la condena de indemnización por 
mora a cargo de una institución de seguros ante el incumplimiento de 
las obligaciones contraídas en el contrato de seguro dentro de los 
plazos con que cuente legalmente para su cumplimiento, aunque 
tal indemnización no se reclamara como prestación en la demanda 
de origen, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 276, 
fracción VII, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, y 
llegaron a posturas opuestas, pues uno determinó que sí procede tal 
condena aun cuando no se hubiera reclamado como prestación, en 
cambio los otros llegaron a la conclusión adversa.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que en el supuesto en que se 
condena a una institución de seguros con motivo de la reclamación 
del incumplimiento de obligaciones asumidas en el contrato de 
seguro, dentro de los plazos con que cuenta legalmente para su 
cumplimiento, resulta procedente la condena al pago de 
la indemnización por mora, aun cuando no se haya reclamado como 
prestación en la demanda de origen, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 276, fracción VII, de la Ley de Instituciones 
de Seguros y de Fianzas.

Justificación: El derecho de acceso a la justicia se materializa 
mediante el proceso jurisdiccional, bajo el cual todo proceso se 
constituye como un método racional de debate y como un 
instrumento para la solución de los conflictos de intereses que se 
suscitan en la convivencia; no obstante, para que tal finalidad se 
alcance, debe haber una exacta correspondencia entre la pretensión 
de la parte actora, la oposición de la parte demandada, los elementos 
de prueba válidamente incorporados y la decisión del tribunal; dicha 
concordancia recibe el nombre de principio de congruencia, el cual 
fue materializado por el legislador en el artículo 1327 del Código de 
Comercio. Ahora bien, de conformidad con la fracción VII del artículo 
276 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, una vez 
sustanciado el juicio, en el supuesto en que resultara procedente la 
reclamación, la autoridad jurisdiccional de origen deberá condenar a 
la aseguradora tanto al pago de la obligación principal, como al del 
resto de las prestaciones relacionadas en el propio precepto, aun 
cuando no se hubiera demandado el pago de 
la indemnización por mora. Lo anterior se justifica en tanto que el 
legislador buscó generar un efecto disuasorio, mediante la imposición 
de la sanción referida, para las aseguradoras que no cumplen con 
sus obligaciones a tiempo. En consecuencia, esta norma constituye 
una excepción al principio de congruencia, pues aun cuando no haya 
sido solicitado por la parte actora, la autoridad jurisdiccional estará 
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obligada a su otorgamiento, dado que esa medida tiende a evitar que 
se sigan llevando a cabo conductas que dificulten el pago a favor de 
los asegurados.”

De ahí que sea improcedente la excepción que la 

demandada invocó al respecto.

 NOVENO. Gastos y costas. Finalmente, no ha lugar a 

condenar a las partes a pagar costas en esta instancia, ya 

que no se actualiza ninguno de los supuestos previstos en el 

artículo 1084 del Código de Comercio, que a la letra dice:

“Artículo 1084. La condenación en costas se hará cuando 
así lo prevenga la ley, o cuando á juicio del juez se haya 
procedido con temeridad o mala fe.

Siempre serán condenados:

I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción o 
su excepción, si se funda en hechos disputados;

II. El que presentase instrumentos o documentos falsos, o 
testigos falsos o sobornados;

III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que lo 
intente si no obtiene sentencia favorable. En este caso la 
condenación se hará en la primera instancia, observándose en la 
segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;

IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes 
de toda conformidad en su parte resolutiva, sin tomar en cuenta 
la declaración sobre costas. En este caso, la condenación 
comprenderá las costas de ambas instancias;

V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 
defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos o 
incidentes de este tipo a quien no solamente se le condenará 
respecto de estas acciones, defensas, excepciones, recursos o 
incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales 
que sean inoperantes.”

Así las cosas, se considera que no se actualiza el 
supuesto previsto por la fracción I, del numeral transcrito, 

en virtud de que, en la especie, según se advierte de las 

audiencias preliminar y del juicio, se admitieron y 
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desahogaron los medios de convicción ofrecidos tanto por la 

parte actora, como por la parte demandada, los cuales 

ofrecieron con la finalidad de acreditar su acción y sus 

excepciones, respectivamente.

Tampoco se actualiza la hipótesis prevista por la 
fracción II, ya que ninguna de las partes en mención, 

presentó instrumentos o documentos falsos o testigos falsos 

o sobornados.

De igual manera, no se actualiza la fracción III, en 

donde se adoptó el sistema o teoría del vencimiento, pues 

según lo interpretó la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 

1223/2014, de cuyo estudio surgió la tesis 1a. LXVI/2015, 

que más adelante se transcribe, el supuesto ahí previsto es 

sólo para los juicios ejecutivos mercantiles, toda vez que en  

ese tipo de juicios no se desarrolla un proceso de cognición, 

en tanto que el demandante sólo busca el cumplimiento del 

contrato de seguro de vehículo que realizó con la parte 

demandada.

Es aplicable, por las razones que la informan, la tesis 

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, Décima Época, visible en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 

2015, Tomo II, página 1384, cuyo rubro y texto son del tenor 

siguiente: 

“COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO ES 
APLICABLE A LOS JUICIOS ORDINARIOS (ABANDONO 
DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 7/2004). Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 9/2013-PS, de la que derivó la 
jurisprudencia 1a./J. 7/2004, de rubro: "COSTAS EN 
PRIMERA INSTANCIA EN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. 
PARA SU CONDENA ES IMPROCEDENTE LA APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LA LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL 
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LOCAL.", estimó que el artículo 1084 del Código de Comercio, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 24 de mayo de 1996, resulta aplicable 
para todo tipo de juicios mercantiles; de ahí que la hipótesis 
en que el actor en un juicio ordinario mercantil obtuvo 
sentencia contraria a sus intereses y no se condujo con 
temeridad o mala fe dentro de la secuela del proceso, se 
entiende comprendida en la fracción III del numeral citado, la 
cual contempla la procedencia de la condena en costas en 
primera instancia, por lo que, al estar regulada en forma 
completa y detallada la hipótesis específica, resulta 
improcedente la aplicación supletoria de la legislación 
procesal civil relativa que previera la condena en costas en 
juicios civiles. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema, 
lleva a esta Primera Sala a apartarse del criterio plasmado en 
la tesis citada, pues lo definitivo es que antes y después de la 
reforma de 1996 la fracción III es idéntica y si bien es cierto 
que con motivo de las reformas se introdujo la fracción V al 
artículo 1084, la cual prevé que siempre será condenado en 
costas el que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 
defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos 
o incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 
condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de las 
excepciones procesales que sean inoperantes, también lo es 
que ello no permite generar una interpretación extensiva en la 
que se incluyan tanto los juicios ordinarios, como los 
ejecutivos; lectura que es diferente al contenido literal de la 
norma que ha interpretado este Alto Tribunal, en el sentido de 
que la condena en costas prevista en el artículo 1084, fracción 
III, del Código de Comercio, se encuentra dirigida 
exclusivamente a los juicios ejecutivos mercantiles.”

Asimismo, tiene aplicación la tesis emitida por el Tercer 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, Décima 

Época, localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 27, Febrero de 2016, Tomo III, página 

2050, que textualmente dice:

“COSTAS EN LOS JUICIOS ORALES MERCANTILES. NO 
PROCEDE SU CONDENA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. El 
artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio establece 
que la condena en costas siempre procederá cuando fuese 
condenado en juicio ejecutivo y el que lo intente si no obtiene 
sentencia favorable. Dichos juicios ejecutivos mercantiles son 
extraordinarios y sumarios, dirigidos a llevar a efecto los 
derechos que se hayan reconocido por actos o en títulos y 
basados en uno preconstituido con pleno valor probatorio, 
regulados en los artículos 1391 a 1414 del Código de 
Comercio. En ese sentido, las reglas de la fracción III del citado 
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artículo 1084, no son aplicables a los juicios orales mercantiles, 
debido a que éstos son de naturaleza diversa y se encuentran 
previstos en un título especial, que comprende del artículo 
1390 Bis al 1390 Bis 50 del citado código.”

De la misma manera no se actualiza la fracción IV, en 

donde se prevé el supuesto de que alguna de las partes 

hubiera sido condenada por dos sentencias conformes de 

toda conformidad en su parte resolutiva, pues, en la especie, 

se trata de una sentencia dictada en primera instancia dentro 

de un procedimiento en el que la ley no prevé la figura de 

algún recurso ordinario.

Y, finalmente, no se actualiza la fracción V, ya que la 

desestimación de una pretensión, excepción, defensa, 

recurso o incidente, no genera necesariamente la condena al 

pago de costas, toda vez que para ello, es requisito 

indispensable, la ausencia de alguno de los elementos 

previstos en las propias normas para que pueda realizarse el 

estudio de fondo de la cuestión planteada, los cuales varían 

dependiendo de la vía que se ejerza y consisten en los 

mínimos necesarios que deben satisfacerse para realizar la 

jurisdicción; así, la procedencia de una acción, excepción, 

defensa, recurso o incidente, implica que se reúnan los 

requisitos elementales para que sea posible su estudio en 

cuanto a la cuestión planteada, así como su resolución y 

efectos; sin que lo anterior contemple cuestiones de fondo 

que no hayan sido acreditadas, porque éstas desembocan en 

su calificación de infundadas, lo que significa que ya se han 

superado los temas de procedencia y un análisis de la 

cuestión de fondo.

Se afirma que en el caso no se actualiza la invocada 

fracción V, del numeral en estudio, ya que según se advierte 

de este fallo, resultó procedente la acción intentada por el 
actor; y, en consecuencia, se realizó el estudio del fondo de 

la Litis, una vez superados los presupuestos procesales de 
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competencia y vía.

Asimismo, en relación a la parte demandada, tampoco 

se actualiza la hipótesis en estudio, pues como se expuso 

con antelación, una de las excepciones que hizo valer 
resultó infundada, y, dicha conclusión fue resultado del 

estudio de fondo, una vez superados los presupuestos 

procesales de competencia y vía.

Funda y motiva lo anterior, la jurisprudencia sustentada 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Décima Época, localizable en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, 

Tomo 1, página 574, cuyo rubro y texto a la letra dicen:

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL 
TÉRMINO "IMPROCEDENTES" A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 43/2007, de 
rubro: "COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. LA CONDENA A 
SU PAGO NO REQUIERE QUE LA IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN, NI DE LAS EXCEPCIONES, LAS DEFENSAS, LOS 
INCIDENTES O RECURSOS SEA NOTORIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 
1084 DEL CÓDIGO DE COMERCIO).", sostuvo que acorde 
con la fracción V del citado artículo 1084, para que proceda 
condenar al promovente al pago de costas, basta que las 
acciones, las excepciones, las defensas, los recursos o 
incidentes que haga valer resulten improcedentes, y que se 
consideran así las acciones ejercitadas que no encuadran en 
los supuestos amparados en la ley o aquellas cuyos 
presupuestos, elementos o hechos constitutivos no se 
acreditaron durante el juicio. Sin embargo, en alcance a dicha 
tesis y de una nueva reflexión se precisa que el término 
"improcedentes" a que se refiere el artículo 1084, fracción 
V, del Código de Comercio, debe entenderse como la 
ausencia de alguno de los elementos previstos en las 
propias normas para que pueda realizarse el estudio de 
fondo de la cuestión planteada, los cuales varían 
dependiendo de la vía que se ejerza y consisten en los 
mínimos necesarios que deben satisfacerse para realizar la 
jurisdicción; esto es, que el caso en su integridad, tanto en 
su parte subjetiva como objetiva, apegado a la seguridad 
jurídica y debido proceso, debe reunir los requisitos 
normativos para que el juzgador pueda conocerlo y 
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resolverlo. Así, la procedencia de una acción, excepción, 
defensa, incidente o recurso, implica que se reúnan los 
requisitos mínimos necesarios para que sea posible su 
estudio en cuanto a la cuestión planteada, así como su 
resolución y efectos; sin que lo anterior contemple 
cuestiones de fondo que no hayan sido acreditadas, 
porque éstas desembocan en su calificación de 
infundadas, lo que significa que ya se han superado los 
temas de procedencia y un análisis de la cuestión de 
fondo.”

Por otra parte, tampoco debe condenarse a la parte 

actora o a la demandada, a pagarse costas en estas 

instancia, ya que este Juzgador no advierte que alguno de 

ellos se haya conducido con temeridad o mala fe, debiéndose 

entender a ésta como una malicia notable o litigar sin justa 

causa; pudiendo consistir la temeridad o mala fe en diversos 

actos u omisiones del litigante, pues no sólo consiste en la 

falta de prueba de los hechos en que se funda la demanda o 

la contestación, sino en ejercitar acciones a sabiendas de ser 

improcedentes, oponerse a una acción sin causa justificada 

con pleno conocimiento de que son injustificadas, en la 

interposición de recursos o excepciones frívolos e 

improcedentes con el sólo propósito de entorpecer el curso 

del procedimiento.

Es aplicable a lo anterior, la tesis emitida por el Décimo 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Marzo de 2004, página 

1536, cuyo rubro a la letra dice:

“COSTAS. CONCEPTO DE TEMERIDAD O MALA FE PARA 
DECRETAR SU CONDENA. De conformidad con lo 
establecido en el artículo 1084 del Código de Comercio la 
condena en costas en los juicios mercantiles procede en dos 
supuestos: el primero, es cuando así lo prevenga la ley, y el 
segundo, deriva de la facultad discrecional del juzgador cuando 
advierta que uno de los litigantes haya actuado con temeridad 
o mala fe. El primer supuesto prevé la condena forzosa y se 
rige por las cuatro primeras fracciones y el segundo por el 
ejercicio del arbitrio judicial del juzgador. El numeral en 
comento otorga al juzgador la facultad de determinar la 
temeridad o mala fe examinando los casos en que proceda 
aplicar la sanción por esos conceptos. El arbitrio judicial no 
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consiste en la simple y llana voluntad del juzgador, sino en una 
operación de entendimiento que importa el análisis de la 
actuación procesal de los litigantes temerarios, siendo aquellos 
que litigan sin justa causa. La generalidad de los juristas opinan 
que para que a un litigante se le tenga por temerario debe 
proceder con notoria mala fe, malicia notable o litigar sin justa 
causa. La temeridad o mala fe, entonces, puede consistir en 
diversos actos u omisiones del litigante, pues no sólo consiste 
en la falta de prueba de los hechos en que se funda la 
demanda o la contestación, sino en ejercitar acciones a 
sabiendas de ser improcedentes, oponerse a una acción sin 
causa justificada con pleno conocimiento de que son 
injustificadas, en la interposición de recursos o excepciones 
frívolos e improcedentes con el solo propósito de entorpecer el 
curso del procedimiento.”

Asimismo, es aplicable la tesis sustentada por la extinta 

Sala Auxiliar de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación, 97-102 

Séptima Parte, página 34, cuyo rubro dice:

“COSTAS, TEMERIDAD Y MALA FE PARA LA 
CONDENACION EN. CONCEPTO. El artículo 1084 del 
Código de Comercio determina que la condenación en costas 
se hará cuando así lo prevenga la ley, o cuando a juicio del 
Juez se haya procedido con temeridad o mala fe. La mala fe o 
temeridad a que la ley se refiere en el párrafo primero del 
artículo citado, en relación con lo dispuesto por la fracción II 
del propio precepto, constituye el reconocimiento expreso del 
principio general de que debe condenarse al litigante que, a 
juicio del Juez, haya procedido con mala fe, a efecto de que 
cubra las costas originadas con su censurable actitud. 
Conviene tener presente que la temeridad no sólo consiste en 
la falta de prueba de los hechos en que se funda la demanda 
o la defensa, o bien en la oposición sin justa causa a la acción 
que se intenta, o en el sólo prurito de hacer valer una 
pretensión aún cuando ésta no resulte contraria a derecho o 
se carezca de pruebas para fundarla, pues lo que caracteriza 
la temeridad o mala fe es el elemento subjetivo que lleva al 
litigante a sostener su pretensión con pleno conocimiento de 
que la razón no le asiste.”

Así las cosas, este Juzgador determina que no existe 

temeridad o mala fe de la actora pues éste promovió el juicio 

en que se actúa, al considerar que le asistía razón, sin que 

pueda advertirse que haya sido con el propósito de dilatar el 

procedimiento; así como tampoco puede considerarse que la 

parte demandada se hayan conducido con temeridad y mala 
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fe, ya que, como se desprende de lo expuesto al analizar las 

excepciones que hizo valer, las mismas no resultan frívolas o 

carentes de bases, siendo necesario un estudio detallado a 

fin de declarar fundada una de ellas; de igual forma, se 

advierte que los medios de convicción que allegó estaban 

encaminados a sustentar sus defensas, por lo que no existe 

razón para pensar que ofreció dichos medios de convicción 

con la intención de entorpecer o retardar el procedimiento, o 

que supiera de antemano que no le asistía razón, y que, no 

obstante ello, opuso sus defensas con el deliberado propósito 

de litigar sin justa causa y de afectar en su persona o en su 

patrimonio al actor, de tal suerte que al no demostrarse el 

elemento subjetivo, es decir, el ánimo de la demandada en 

perjudicar a la accionante para obtener una ventaja en su 

beneficio, no puede concluirse que al defenderse de las 

pretensiones jurídicas de su contraria hubiese actuado con 

temeridad o mala fe.

Por ende, al no existir en autos constancia alguna de la 

cual se advierta que cualesquiera de las partes ha hecho 

promociones inconducentes o en otros actos semejantes 

encaminados a entorpecer o dilatar el procedimiento 

contrarios a la buena fe, es que se estima justo y apegado a 

derecho no formular condena alguna a las partes por este 

concepto.

En tales consideraciones, resulta fundada la excepción 

hecha valer por la aseguradora demandada, señalada como 

improcedencia de la reclamación de gastos y costas. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto en los artículos 1,321, 1,322, 1,324, 1,325, 

1,327, 1,328, 1,329, 1,390 Bis 38 y 1,390 Bis 39 del Código 

de Comercio, se
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R E S U E L V E

PRIMERO. Los presupuestos de competencia, 

personalidad, legitimación y procedencia de la vía, quedaron 

justificados en términos de los considerandos primero, 

segundo, tercero y cuarto de esta sentencia.

SEGUNDO. La parte actora acreditó los elementos 

constitutivos de su acción principal, mientras que la parte 

demandada parcialmente justificó sus excepciones y 

defensas.

TERCERO. Se condena a la parte demandada  *** 

******* 
******** 
******* ** 
******* 

********, al cumplimiento del contrato de seguro de 

automóviles, amparado por la póliza número ************; 

en virtud de que se actualizó el riesgo amparado por la 

cobertura de robo total, en los términos que se obligó en el 

contrato de seguro y sus respectivas condiciones generales, 

esto es, al valor comercial al momento de ocurrir el 
siniestro menos el 10% (diez por ciento) del deducible 
establecido en la póliza, en los términos precisados en la 

parte final del considerando quinto.

CUARTO. Se condena a la demandada *** 

******* 
******** 
******* ** 
******* 

********, a pagar a la actora la indemnización por mora  e 

intereses moratorios, sobre la obligación a la que fue 

condenada, en los términos precisados en el considerando 

octavo de esta sentencia, los cuales deberán ser 

cuantificados mediante el incidente de liquidación respectivo, 

en la etapa de ejecución de sentencia.
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QUINTO. No se hace especial condena en relación con 

los gastos y costas generados en el presente juicio, de 

conformidad con el último considerando de la presente 

resolución. 

SEXTO. Toda vez que la presente resolución se emite 

en cumplimiento a lo ordenado en la ejecutoria dictada en el 

juicio de amparo directo  ********, del índice del Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito, remítase de inmediato a dicha 

superioridad, copia certificada de esta sentencia, a efecto de 

que decida lo conducente en relación al cumplimiento de la 

ejecutoria de mérito.

Notifíquese esta resolución en términos de lo 
dispuesto en los artículos 1,390 Bis 22, 1,390 Bis 38 y 
1,390 Bis 39 del Código de Comercio.

Así lo resolvió y firma Genaro García Carrasco, Juez de 

Distrito en Materia Mercantil Federal, en el Estado de 

Guerrero, con residencia en Acapulco de Juárez, asistido de 
Luis Ángel Sánchez Arciniega, Secretario de Juzgado, 

quien autoriza y da fe.
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